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El acceso a la información ha sido reconocido por el sistema interamericano de derechos 
humanos como un derecho fundamental en una comunidad democrática. Está expresamente 
reconocido en el artículo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos, que protege 
el derecho de toda persona a acceder a información bajo el control del Estado1. Como lo ha 
sostenido la CIDH, se trata de “un derecho particularmente importante para la consolidación, 
el funcionamiento y la preservación de los sistemas democráticos, por lo cual ha recibido un 
alto grado de atención, tanto por los Estados miembros de la OEA como por la doctrina y la 
jurisprudencia internacional” (CIDH, 2010a: párr. 1).

El derecho de acceso a la información pública se encuentra estrechamente vinculado al ejercicio 
de la ciudadanía democrática, punto que la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de 
la CIDH ha señalado expresamente (CIDH, 2010a, ix). En particular, la Comisión ha destacado 
la relevancia para la lucha contra la corrupción y la promoción de prácticas de transparencia en 
el Estado (CIDH, 2010a: 2).

Todos los órganos del sistema interamericano han destacado la importancia de este derecho. 
En 2000, la CIDH en su Declaración de principios sobre libertad de expresión señaló que el 
“acceso a la información en poder del Estado es un derecho fundamental de los individuos. 
Los Estados están obligados a garantizar el ejercicio de este derecho. Este principio sólo 
admite limitaciones excepcionales que deben estar establecidas previamente por la ley para el 
caso que exista un peligro real e inminente que amenace la seguridad nacional en sociedades 
democráticas” (CIDH, 2000).

En 2006, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Claude Reyes v. Chile 
señaló que el artículo 13 “protege el derecho que tiene toda persona a solicitar el acceso a la 
información bajo el control del Estado”. Por ello, estimó que ese artículo “ampara el derecho de 
las personas a recibir dicha información y la obligación positiva del Estado de suministrarla, de 
forma tal que la persona pueda tener acceso a conocer esa información o reciba una respuesta 
fundamentada cuando por algún motivo permitido por la Convención el Estado pueda limitar el 
acceso a la misma para el caso concreto”.2��3H�*VY[L�0U[LYHTLYPJHUH�YH[PÄJ}�SH�PTWVY[HUJPH�KL�
este derecho en el caso Gomes Lund en 2010.3

Además de los órganos del sistema de protección de derechos humanos, la propia OEA 
ha destacado la importancia de este derecho en sucesivas resoluciones de la Asamblea 
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1 Corte I.D.H., Caso Claude Reyes y otros. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párrs. 76 y 78. Ver también: Corte I.D.H., Caso López Álvarez Vs. Honduras. Sen-
tencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 77; y Corte I.D.H., Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Sentencia de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 108.

2 Cfr. Corte I.D.H., Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 77.
3 Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”) Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie 

C No. 219.
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General.4 Por ejemplo, en 2009 la Asamblea señaló que “toda persona tiene el derecho de 
buscar, recibir, acceder y difundir informaciones, y que el acceso a la información pública 
es requisito indispensable para el funcionamiento mismo de la democracia” (OEA, 2009: 
párr. 1). Asimismo, la Carta Democrática Interamericana en su artículo 4 estableció que 
son “componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las 
actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión 
pública…” (OEA, 2001, principio 4).

El respaldo del derecho internacional al derecho de acceso a la información pública es 
abrumador. Sin embargo, su vigencia en la práctica en cada uno de los países de los estados 
miembros ha demostrado ser un desafío considerable. Prácticas estatales de opacidad y 
secretismo revelan una cultura del secreto que atraviesa a las burocracias estatales y que es 
difícil de erradicar, incluso cuando existe la voluntad política de hacerlo. Países líderes de la 
región en materia de políticas de transparencia como México y Chile han mostrado el camino 
a seguir, a través del establecimiento de leyes de transparencia y acceso a la información que 
reconocen una legitimación activa amplia y que establecen mecanismos de implementación 
adecuados a través de órganos garantes independientes (Cainfo, 2011: 24). Sin embargo, 
incluso en esos países es posible encontrar obstáculos para una plena vigencia del derecho. 
Como señaló la Alianza Regional por la Libre Expresión e Información a la CIDH en 2011, 
“el rol que asume el sector público es clave a la hora de asegurar el derecho, así como 
WHYH�TLQVYHY�Z\�WYVWPH�LÄJPLUJPH��;YHKPJPVUHSTLU[L��LS�ZLJ[VY�W�ISPJV�THU[PLUL�Z\Z�ºPULYJPHZ»�
tras la aprobación de una ley de acceso a la información pública y genera resistencias a 
aplicar normas de transparencia debido a la cultura del secreto imperante” (Libre Expresión 
e Información, 2011: 18).

La situación del derecho de acceso a la información en Venezuela es una de las peores de la 
región. En efecto, Venezuela no sólo no cuenta con un régimen legal de acceso a la información 
pública como recomienda el sistema interamericano de derechos sino que, como se verá 
más adelante, ha consagrado reglas de opacidad en numerosas normas jurídicas de distinta 
jerarquía. Esas normas jurídicas imponen estándares de secreto en lugar de transparencia 
y contradicen de manera explícita los estándares interamericanos en la materia. Asimismo, 
esa opacidad es consagrada en criterios jurisprudenciales que neutralizan la Convención 
Americana de Derechos Humanos y las garantías constitucionales de libertad de expresión 
y acceso a la información. Finalmente, estas normas consagran una cultura del secreto que 
impacta en el ejercicio de otros derechos fundamentales y afecta el ejercicio de la ciudadanía 
democrática. Procedemos de la siguiente manera.

En la primera parte presentamos las normas jurídicas que consagran criterios de opacidad. 
Lo hacemos sobre la base del informe Es legal pero injusto producido por Transparencia 
Venezuela en 2014. En la segunda parte nos referimos a los estándares jurisprudenciales que 
no sólo no resuelven los problemas de tipo normativo sino que los empeoran. Finalmente, 
en la tercera parte nos referimos a cómo estos obstáculos afectan otros derechos humanos 
fundamentales.

4 Cfr. AG/RES. 1932 (XXXV-O/03), AG/RES. 2057 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2121 (XXXV-O/05), AG/RES. 2252 (XXXV-O/06), AG/RES. 2288 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2418 
(XXXVIII-O/08) “Acceso a la información pública: Fortalecimiento de la democracia”.
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Normas jurídicas: la consagración legal de la opacidad y el secreto
Un estudio realizado por Transparencia Venezuela en 2014 detectó que de 475 instrumentos 
jurídicos de diverso tipo adoptados entre 1999 y 2014, sesenta contienen disposiciones que 
establecen restricciones al acceso a la información pública (TRANSPARENCIA, 2014). Estas 
normas permiten a los funcionarios públicos negar información a la que los ciudadanos tienen 
derecho de acuerdo a la propia Constitución venezolana y a la Convención Americana de 
Derechos Humanos.

En efecto, la Constitución venezolana protege el derecho de acceso a la información en tres 
artículos fundamentales: 28, 51 y 143. El artículo 28 establece que:

“Toda persona tiene el derecho de acceder a la información y a los datos que sobre sí misma o 
ZVIYL�Z\Z�IPLULZ�JVUZ[LU�LU�YLNPZ[YVZ�VÄJPHSLZ�V�WYP]HKVZ��JVU�SHZ�L_JLWJPVULZ�X\L�LZ[HISLaJH�
SH�SL �̀�HZx�JVTV�KL�JVUVJLY�LS�\ZV�X\L�ZL�OHNH�KL�SVZ�TPZTVZ�`�Z\�ÄUHSPKHK��`�KL�ZVSPJP[HY�HU[L�
LS�[YPI\UHS�JVTWL[LU[L�SH�HJ[\HSPaHJP}U��SH�YLJ[PÄJHJP}U�V�SH�KLZ[Y\JJP}U�KL�HX\LSSVZ��ZP�M\LZLU�
LYY}ULVZ�V�HMLJ[HZLU�PSLNx[PTHTLU[L�Z\Z�KLYLJOVZ��0N\HSTLU[L��WVKYm�HJJLKLY�H�KVJ\TLU[VZ�
KL� J\HSX\PLY� UH[\YHSLaH� X\L� JVU[LUNHU� PUMVYTHJP}U� J\`V� JVUVJPTPLU[V� ZLH� KL� PU[LYtZ� WHYH�
JVT\UPKHKLZ�V�NY\WVZ�KL�WLYZVUHZ��8\LKH�H�ZHS]V�LS�ZLJYL[V�KL�SHZ�M\LU[LZ�KL�PUMVYTHJP}U�
periodística y de otras profesiones que determine la ley”.

Por su parte, el artículo 51 garantiza el derecho a peticionar a las autoridades, al establecer que 
“[t]oda persona tiene el derecho de representar o dirigir peticiones ante cualquier autoridad, 
funcionario público o funcionaria pública sobre los asuntos que sean de la competencia de éstos 
o éstas, y de obtener oportuna y adecuada respuesta.” Finalmente, el artículo 143 establece:

“Los ciudadanos y ciudadanas tienen derecho a ser informados e informadas oportuna y 
]LYHaTLU[L�WVY� SH�(KTPUPZ[YHJP}U�7�ISPJH�� ZVIYL�LS� LZ[HKV�KL� SHZ�HJ[\HJPVULZ�LU�X\L�LZ[tU�
KPYLJ[HTLU[L�PU[LYLZHKVZ�L�PU[LYLZHKHZ��`�H�JVUVJLY�SHZ�YLZVS\JPVULZ�KLÄUP[P]HZ�X\L�ZL�HKVW[LU�
ZVIYL�LS�WHY[PJ\SHY��(ZPTPZTV��[PLULU�HJJLZV�H�SVZ�HYJOP]VZ�̀ �YLNPZ[YVZ�HKTPUPZ[YH[P]VZ��ZPU�WLYQ\PJPV�
KL�SVZ�SxTP[LZ�HJLW[HISLZ�KLU[YV�KL�\UH�ZVJPLKHK�KLTVJYm[PJH�LU�TH[LYPHZ�YLSH[P]HZ�H�ZLN\YPKHK�
PU[LYPVY�`�L_[LYPVY��H�PU]LZ[PNHJP}U�JYPTPUHS�`�H�SH�PU[PTPKHK�KL�SH�]PKH�WYP]HKH��KL�JVUMVYTPKHK�JVU�
SH�SL`�X\L�YLN\SL�SH�TH[LYPH�KL�JSHZPÄJHJP}U�KL�KVJ\TLU[VZ�KL�JVU[LUPKV�JVUÄKLUJPHS�V�ZLJYL[V��
5V�ZL�WLYTP[PYm�JLUZ\YH�HSN\UH�H�SVZ�M\UJPVUHYPVZ�W�ISPJVZ�V�M\UJPVUHYPHZ�W�ISPJHZ�X\L�PUMVYTLU�
ZVIYL�HZ\U[VZ�IHQV�Z\�YLZWVUZHIPSPKHK.”

La Constitución venezolana es generosa en materia de acceso a la información pública: es 
comparativamente mucho más protectora de este derecho que otras normas fundamentales 
de la región. Sin embargo, estos reconocimientos constitucionales no se expresan en la vida 
diaria de los ciudadanos, en parte como consecuencia de normas jurídicas de distinto tipo 
que crean en los hechos un marco jurídico de enorme opacidad, en violación a la Convención 
Americana y a la propia constitución venezolana. En análisis realizado en Es Legal pero Injusto 
puede desagregarse de acuerdo a diversos criterios. En efecto, si concentramos nuestro 
análisis sólo en las normas legales aprobadas por la Asamblea Nacional (TRANSPARENCIA, 
2014: 8-26) y en los decretos con rango, valor y fuerza de ley emitidos por el poder ejecutivo por 
vía habilitante (TRANSPARENCIA, 2014: 26-34) surgen patrones comunes que ofrecen un mapa 
de las técnicas reglamentarias de opacidad que utiliza el estado venezolano. 
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+L�LZL�HUmSPZPZ�Z\YNLU�JPUJV�JHYHJ[LYxZ[PJHZ�WYVISLTm[PJHZ�LU�SHZ�YLN\SHJPVULZ�PKLU[PÄJHKHZ!
1.� ,Z[HISLJLU�WVY�WYPUJPWPV�LS�ZLJYL[V��SH�YLZLY]H�V�SH�JVUÄKLUJPHSPKHK�LU�]PVSHJP}U�KLS�WYPUJPWPV�

de máxima divulgación reconocido por el sistema interamericano de derechos humanos.
2. Exigen interés legítimo para poder acceder a la información pública, en violación de lo 

dispuesto por la Corte Interamericana en el caso Claude Reyes.
3.� 6[VYNHU� MHJ\S[HKLZ� KPZJYLJPVUHSLZ� H� SVZ� M\UJPVUHYPVZ� W�ISPJVZ� WHYH� YLZLY]HY� V� JSHZPÄJHY�

información.
4. Restringen el ejercicio de la legitimación activa a ciertas organizaciones sociales 

reglamentadas por ley.
5. Establecen excepciones ambiguas o inaceptables que violan el principio de legalidad del 

test tripartito interamericano.
A continuación, analizaremos en detalle cada una de estas cuestiones.

Violación del principio de máxima divulgación
Una de las características fundamentales del derecho de acceso a la información pública en el 
sistema interamericano de derechos humanos es el principio de maxima divulgación, establecido 
de manera expresa por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Claude Reyes. 
Allí, el tribunal consideró que “en una sociedad democrática es indispensable que las autoridades 
estatales se rijan por el principio de máxima divulgación, el cual establece la presunción de que 
toda información es accesible, sujeto a un sistema restringido de excepciones”.5  Asimismo, 
el numeral 1 de la resolución sobre Principios sobre el Derecho de Acceso a la Información 
del Comité Jurídico Interamericano ha establecido que, “[t]oda información es accesible en 
principio. El acceso a la información es un derecho humano fundamental que establece que 
toda persona puede acceder a la información en posesión de órganos públicos, sujeto sólo a 
un régimen limitado de excepciones” (OEA, 2008).

La CIDH, por su parte, ha interpretado que de este principio se derivan numerosas consecuencias.

“,S�WYPUJPWPV�KL�Tm_PTH�KP]\SNHJP}U�VYKLUH�KPZL|HY�\U�YtNPTLU�Q\YxKPJV�LU�LS�J\HS�SH�[YHUZWHYLUJPH�
y el derecho de acceso a la información sean la regla general sometida a estrictas y limitadas 
L_JLWJPVULZ��+L�LZ[L�WYPUJPWPV�ZL�KLYP]HU�SHZ�ZPN\PLU[LZ�JVUZLJ\LUJPHZ!�����LS�KLYLJOV�KL�HJJLZV�
H� SH� PUMVYTHJP}U�KLIL�LZ[HY�ZVTL[PKV�H�\U�YtNPTLU� SPTP[HKV�KL�L_JLWJPVULZ��LS�J\HS�KLIL�ZLY�
PU[LYWYL[HKV� KL�THULYH� YLZ[YPJ[P]H�� KL� MVYTH� [HS� X\L� ZL� MH]VYLaJH� LS� KLYLJOV� KL� HJJLZV� H� SH�
PUMVYTHJP}U"� ���� [VKH� KLJPZP}U� ULNH[P]H� KLIL� ZLY�TV[P]HKH� �̀� LU� LZ[L� ZLU[PKV�� JVYYLZWVUKL� HS�
,Z[HKV�SH�JHYNH�KL�WYVIHY�X\L�SH�PUMVYTHJP}U�ZVSPJP[HKH�UV�W\LKL�ZLY�YL]LSHKH"�`�����HU[L�\UH�K\KH�
V�\U�]HJxV�SLNHS��KLIL�WYPTHY�LS�KLYLJOV�KL�HJJLZV�H�SH�PUMVYTHJP}U” (CIDH, 2010a: párr. 10).

En el ordenamiento jurídico venezolano, el principio de máxima divulgación ha sido dejado de 
lado en numerosas leyes y decretos presidenciales que consagran como principio el secreto y la 
JVUÄKLUJPHSPKHK�KL�SH�PUMVYTHJP}U��,Z�SV�X\L�VJ\YYL��WVY�LQLTWSV��JVU�SH�3L`�6YNmUPJH�KLS�7VKLY�
Ciudadano, que en su artículo 60 establece que el archivo del Consejo Moral Republicano es 
secreto.6  El Poder Ciudadano como ente conformado por diferentes órganos que deben prevenir, 
5 Corte I.D.H., Caso Claude Reyes y otros. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 92.
6 El artículo 60 de la Ley Orgánica del Poder Ciudadano del 25 de octubre de 2001, publicada en la G.O. No. 37.310, establece que “No se podrá ordenar la exhibición o inspección general 

del archivo del Consejo Moral Re- publicano. Podrá acordarse judicial- mente la copia, exhibición o inspección de determinado documento, expediente, libro o registro que corresponda 
al archivo, a excepción de aquella documentación, libro, expediente o registro que tenga carácter reservado o con!dencial, de acuerdo a la consideración del Presidente del Consejo Moral 
Republicano”.
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investigar y sancionar los hechos que atenten contra la ética pública y la moral administrativa 
debería ser uno de los principales garantes del acceso a la información pública. Los ciudadanos 
deberían poder acceder a la documentación de los casos investigados para poder evaluar los 
HYN\TLU[VZ�`�Q\Z[PÄJHJPVULZ�X\L�ZVZ[PLULU�SHZ�KLJPZPVULZ�[VTHKHZ�WVY�WHY[L�KLS�*VUZLQV�WHYH�
sancionar o no a aquellos a quienes investiga.

Este tipo de declaraciones generales de secreto son usuales en el ordenamiento jurídico venezolano. 
Por ejemplo, la Ley especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y otros tratos crueles, inhumanos 
o degradantes establece que la información que recabe la Comisión Nacional de Prevención de 
SH� ;VY[\YH� ¸ZLYm�JVUÄKLUJPHS¹�7  Si bien puede haber motivos razonables para preservar cierto 
[PWV�KL� PUMVYTHJP}U� YLJHIHKH�� SH� MVYTH�LU�X\L� SH� SL`� JVUZHNYH� SH� JVUÄKLUJPHSPKHK�UV� YLZWL[H�
LZ[mUKHYLZ�ImZPJVZ�LU�TH[LYPH�KL�HJJLZV�H�SH�PUMVYTHJP}U��HS�UV�KLÄUPY�JVU�WYLJPZP}U�SHZ�JH\ZHSLZ�
del secreto, el objetivo legítimo que se persigue los plazos de la reserva y la no disponibilidad 
de alternativas menos restrictivas del derecho al acceso a la información como, por ejemplo, 
la posibilidad de producir versiones públicas de los documentos con el objeto de preservar la 
identidad de denunciantes y aportantes de información.

/H`�V[YVZ�LQLTWSVZ��3H�3L`�6YNmUPJH�KL�/PKYVJHYI\YVZ�.HZLVZVZ�LZ[HISLJL�SH�JVUÄKLUJPHSPKHK�
KL�SH�PUMVYTHJP}U�KL�SHZ�WLYZVUHZ�X\L�YLHSPJLU�HJ[P]PKHKLZ�H�SHZ�X\L�ZL�YLÄLYL�SH�SL �̀�`�SV�OHJL�LU�
aquellos casos en los que “el interesado lo solicite y sea procedente”. Sin embargo, la norma no 
KLÄUL�LU�X\t�Z\W\LZ[VZ�WYVJLKL� SH�JVUÄKLUJPHSPKHK�8 Algo similar ocurre con la Ley Orgánica 
KL�*YLHJP}U�KL�SH�*VTPZP}U�*LU[YHS�KL�7SHUPÄJHJP}U�X\L�VISPNH�H�KP]LYZVZ�HJ[VYLZ�H�Z\TPUPZ[YHY�
PUMVYTHJP}U�HS�LZ[HKV�X\L��\UH�]La�LU�Z\Z�THUVZ��ZL�]\LS]L�JVUÄKLUJPHS�ZPU�L_WSPJHY�SVZ�TV[P]VZ�V�
SHZ�YHaVULZ�X\L�Q\Z[PÄJHU�LZL�ZLJYL[V9. Y, en el mismo sentido, la Ley de Pesca y Agricultura autoriza 
HS�0UZ[P[\[V�:VJPHSPZ[H�KL�SH�7LZJH�`�(J\PJ\S[\YH�H�JSHZPÄJHY�JVTV�JVUÄKLUJPHS�[VKH�PUMVYTHJP}U�
“que afecte o pudiere afectar los intereses y derechos de quien la suministra”10. Nuevamente, la 
UVYTH�UV�KLÄUL�JVU�SH�WYLJPZP}U�ULJLZHYPH�LU�X\t�JVUZPZ[L�LZH�HMLJ[HJP}U��PUJS\ZV�WV[LUJPHS��X\L�
Q\Z[PÄJHYxH�SH�JVUÄKLUJPHSPKHK�KL�SH�PUMVYTHJP}U�YLJHIHKH�WVY�LS�LZ[HKV�
Tal vez el ejemplo más claro de secretismo que demuestra la gravedad de la situación del 
derecho de acceso a la información en Venezuela sea el del Reglamento de Interior y Debate de 
la Asamblea Nacional, el cual establece que el registro de actividades de la Asamblea Nacional 
ZLYm�JVUÄKLUJPHS��(�tS�Z}SV�WVKYmU�¸JVUZ\S[HYSV�\�VI[LULY�JVWPH�SVZ�KPW\[HKVZ�V�KPW\[HKHZ�X\L�
estén realizando alguna investigación parlamentaria autorizada, o acrediten un interés legítimo y 
Q\Z[PÄJHKV�LU�SH�PUMVYTHJP}U��WYL]PH�H\[VYPaHJP}U�KL�SH�1\U[H�+PYLJ[P]H¹�11

7 El artículo 16 de la ley establece que “La información que hayan suministrado las personas y entidades a la Comisión Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos Crueles, Inhu-
manos o Degradantes, será con!dencial. No se podrá hacer pública la información con!dencial obtenida a través de visitas a centros de privación de libertad o entrevistas efectuadas a 
familiares o víctimas de tortura, tratos crueles, inhuma- nos o degradantes, ni la información sobre casos individuales sin el consentimiento previo de la persona interesada. Se reserva 
la privacidad de la fuente.”Cfr. Ley especial para Prevenir y Sancionar la Tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. 22 de Julio de 2013. G.O. 40.212.

8  Ley Orgánica de Hidrocarburos Gaseosos, Decreto con Rango Valor y Fuerza de Ley N° 310, sancionada el 23 de septiembre de 1999. G.O. No. 36.793. Artículo 14: “Las personas que 
realicen las actividades a que se re!ere esta Ley, están en la obligación de suministrar al Ejecutivo Nacional, por órgano del Ministerio de Energía y Minas, toda la información que 
éste requiera en relación con el ejercicio de dichas actividades. En todo caso, dicho Ministerio guardará la con!dencialidad de la información suministrada, cuando el interesado así lo 
solicite y sea procedente”.

9 Ley Orgánica de Creación de la Comisión Central de Plani!cación Decreto con Rango Valor y Fuerza de Ley N° 8.006. 28 de enero de 2011. El artículo 12 establece: “Obligación de 
Informar. Todos los órganos y entes del Estado, así como las personas naturales o jurídicas de derecho privado, deberán suministrar la información y documentación que sea requerida 
por la Comisión Central de Plani!cación. La información suministrada de conformidad con este artículo tendrá carácter con!dencial, cuando así sea requerida por la parte interesada 
o cuando así lo determine la Comisión Central de Plani!cación, sin perjuicio de lo previsto en la Constitución de la República y las leyes.”

10 Cfr. Ley de Pesca y Acuicultura, Decreto con Rango Valor y Fuerza de Ley N° 5.930 del 14 de marzo de 2008. G.O. Ext. No. 5.877. “Artículo 72. El Instituto Socialista de la Pesca y 
Acuicultura podrá clasi!car como con!dencial toda aquella información que afecte o pudiere afectar los intereses y derechos de quien la suministra, de conformidad con lo establecido 
en la Constitución y las leyes.”

11 Reglamento de Interior y Debate de la Asamblea Nacional. 23 de diciembre de 2010. G.O Ext. 6.014. “Artículo 16. El registro será con!dencial, por lo que sólo podrán consultarlo u 
obtener copia los diputados o diputadas que estén realizando alguna investigación parlamentaria autorizada, o acrediten un interés legítimo y justi!cado en la información, previa 
autorización de la Junta Directiva. Esta Junta será directamente responsable de la con!dencialidad de este registro, e igualmente responsables serán los diputados o diputadas que lo 
consultaren u obtuvieren copia por el debido manejo de la información obtenida”.
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*VTV�W\LKL�VIZLY]HYZL�� LS� LZ[HKV� ]LULaVSHUV� YLJ\YYL�KL�THULYH�\Z\HS� H� SH� JSHZPÄJHJP}U�KL�
PUMVYTHJP}U�ZPU�VMYLJLY�YHaVULZ�X\L�WVKYxHU�L]LU[\HSTLU[L�Q\Z[PÄJHY�[HS�YLZ[YPJJP}U�HS�KLYLJOV�KL�
acceso a la información pública. No respeta, en este sentido, el principio de máxima divulgación 
ni establece un régimen limitado de excepciones como exigen los estándares interamericanos de 
derechos humanos.

Exigencia de interés legítimo para acceder a la información
Otro elemento que es posible encontrar en distintas normas del ordenamiento jurídico venezolano 
exigen a quienes solicitan información demostrar ser titulares de un “interés legítimo” para acceder 
a la información que requieren. Este es un requisito inaceptable, que limita la legitimación activa 
amplia del derecho de acceso a la información poseído por todos los ciudadanos por el mero 
hecho de ser tales. En este sentido, la Corte Interamericana ha señalado que el acceso a la 
información debe concederse “sin necesidad de acreditar un interés directo para su obtención o 
una afectación personal”. Este criterio de la Corte Interamericano fue receptado en numerosas 
normas en toda la región, que expresamente establecen que no es necesario acreditar un interés 
LZWLJxÄJV�LU�SH�PUMVYTHJP}U�X\L�ZL�ZVSPJP[H�WHYH�WVKLY�HJJLKLY�H�SH�TPZTH��W\U[V�X\L�OH�ZPKV�
reconocido también por tribunales supremos en otros países de la región.12 

Numerosas normas jurídicas en Venezuela exigen demostrar un interés legítimo para acceder 
H� PUMVYTHJP}U�X\L��HKLTmZ��LZ�JVUZPKLYHKH�LU�WYPUJPWPV�JVUÄKLUJPHS��7VY�LQLTWSV�� SH�3L`�KLS�
Estatuto de la Función Pública establece que los funcionarios públicos están obligados a entregar 
información a los particulares si éstos demuestran tener “algún interés legítimo”.13  Lo mismo 
hace la Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo, que en su artículo 79 establece el principio 
de reserva del archivo de ese organismo “salvo para quienes demuestren un interés legítimo, 
personal y directo”.14 

La exigencia de interés legítimo para acceder a información pública es contraria al sistema 
PU[LYHTLYPJHUV�KL�KLYLJOVZ�O\THUVZ��,Z[H�L_PNLUJPH�KPÄJ\S[H�LS�YVS�PUZ[Y\TLU[HS�KLS�KLYLJOV�KL�
acceso a la información que ha reconocido la propia CIDH, que ha señalado que el derecho es 
“una herramienta fundamental para el control ciudadano del funcionamiento del Estado y la gestión 
pública --en especial para el control de la corrupción--; para la participación ciudadana en asuntos 
públicos a través, entre otros, del ejercicio informado de los derechos políticos y, en general, para 
la realización de otros derechos humanos, especialmente, de los grupos más vulnerable” (CIDH, 
2010a: párr. 4). Sin una legitimación amplia el derecho de acceso a la información no puede 
M\UJPVUHY�JVTV�OLYYHTPLU[H�WHYH�HSJHUaHY�SVZ�ÄULZ�TLUJPVUHKVZ�

12 Ver, por ejemplo, Corte Suprema de Justicia de la Argentina. Caso ADC c. PAMI. Sentencia del 12 de diciembre de 2012.
13 Cfr. Ley del Estatuto de la Función Pública. 6 de septiembre de 2002 G.O 37.522. “Artículo 33. Además de los deberes que impongan las leyes y los reglamentos, los funcionarios o 

funcionarias públicos estarán obligados a: … 4. Prestar la información necesaria a los particulares en los asuntos y expedientes en que éstos tengan algún interés legítimo. 6. Guardar la 
reserva, discreción y secreto que requieran los asuntos relacionados con las funciones que tengan atribuidas, dejando a salvo lo previsto en el numeral 4 de este artículo.”

14 Cfr. Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo. 5 de agosto de 2004. G.O 37.995. “Artículo 79: El Archivo de la Defensoría es por naturaleza reservado para el servicio o!cial, salvo para 
quienes demuestren un interés legítimo, personal y directo, en cuyo caso podrán acceder a sus documentos, previo cumplimiento de las formalidades establecidas en el Reglamento 
Interno Correspondiente.”

6



Facultades discrecionales para conceder o denegar el acceso
Otra restricción al acceso a la información que es posible encontrar en el ordenamiento jurídico 
venezolano es el otorgamiento de facultades discrecionales a funcionarios públicos para aceptar 
o denegar pedidos de acceso a la información. Por ejemplo, la Ley Orgánica del Poder Ciudadano 
establece en su artículo 61 que el Secretario Ejecutivo del Consejo Moral Republicano entregará 
documentación ante pedidos de autoridades o particulares “en los casos en que … lo considere 
procedente”.15 En el mismo sentido, la Ley del Banco Central de Venezuela autoriza al directorio a 
¸JHSPÄJHY�¯�LS�NYHKV�KL�JVUÄKLUJPHSPKHK�KL�SH�PUMVYTHJP}U�KLS�)HUJV�*LU[YHS�KL�=LULa\LSH�¯�HZx�
como autorizar su publicidad, de acuerdo con la presente ley”.16 Asimismo, la Ley Orgánica del 
Ministerio Público dispone en su artículo 7 que la Dirección de Consultoría Jurídica deberá opinar 
ZVIYL�SH�¸WYVJLKLUJPH�V�PTWYVJLKLUJPH�KL�SH�LTPZP}U�KL�JVWPHZ�JLY[PÄJHKHZ�KL�KVJ\TLU[VZ�X\L�
reposan en el archivo del Fiscal General de la República que fueren solicitadas por particulares o 
WVY�+LZWHJOVZ�6ÄJPHSLZ¹17.

Por su parte, la Ley Orgánica de Transporte Ferroviario en su artículo 89 establece que el Presidente 
KLS�0UZ[P[\[V�KL�-LYYVJHYYPSLZ�KLS�,Z[HKV�WVKYm�¸JHSPÄJHY�JVTV�JVUÄKLUJPHSLZ��SVZ�KVJ\TLU[VZ�X\L�
ameriten tal tratamiento y que considere convenientes para el mejor desarrollo del procedimiento”.18 

Asimismo, la Ley Orgánica de Precios Justos establece que la presidencia del Centro Estratégico de 
:LN\YPKHK�`�7YV[LJJP}U�KL�SH�7H[YPH��*,::7��WVKYm�KLJSHYHY�¸LS�JHYmJ[LY�KL�YLZLY]HKH��JSHZPÄJHKH�
o de divulgación limitada a cualesquiera información, hecho o circunstancia, que en cumplimiento 
de sus funciones tenga conocimiento o sea tramitada” en el CESSP.19

Este tipo de disposiciones son problemáticas por varios motivos. En primer lugar, no vinculan a la 
JSHZPÄJHJP}U�KL�PUMVYTHJP}U�JVTV�YLZLY]HKH�H�\U�YtNPTLU�SPTP[HKV�KL�L_JLWJPVULZ�JVTV�L_PNLU�
los estándares interamericanos de derechos humanos. Recordemos que la CIDH ha señalado:

“,U�H[LUJP}U�HS�WYPUJPWPV�KL�Tm_PTH�KP]\SNHJP}U��SH�SL`�KLIL�NHYHU[PaHY�X\L�LS�HJJLZV�H�SH�PUMVYTHJP}U�
W�ISPJH� ZLH�LMLJ[P]V� `� SV�TmZ�HTWSPV�WVZPISL"� `� LU�JHZV�KL�JVU[LTWSHY� L_JLWJPVULZ�� tZ[HZ�UV�
KLILU�JVU]LY[PYZL�LU�SH�WYmJ[PJH�LU�SH�YLNSH�NLULYHS��(ZPTPZTV��LS�YtNPTLU�KL�L_JLWJPVULZ�KLIL�
ZLY�PU[LYWYL[HKV�KL�THULYH�YLZ[YPJ[P]H�`�[VKH�K\KH�KLIL�YLZVS]LYZL�H�MH]VY�KL�SH�[YHUZWHYLUJPH�`�LS�
acceso”> (CIDH, 2010a: párr. 49).

,SSV�ZPNUPÄJH�X\L�LZHZ�L_JLWJPVULZ�KLILU�LZ[HY�LZ[HISLJPKHZ�KL�THULYH�JSHYH�`�WYLJPZH�LU�\UH�
ley de carácter general y sancionada por el poder legislativo. Los reenvíos que realizan las normas 
referidas en los párrafos precedentes no siempre cumplen esos objetivos, ya que se autoriza 
SH� JSHZPÄJHJP}U�KL� PUMVYTHJP}U�KL�THULYH�HTWSPH� `� JVU� YLZ[YPJJPVULZ�NLUtYPJHZ�X\L�UV� SVNYHU�
satisfacer los estándares de legalidad exigidos por el sistema interamericano de derechos 
O\THUVZ��,U�LMLJ[V��J\HUKV�SH�UVYTH�KPZWVUL�X\L�SH�JSHZPÄJHJP}U�KLIL�OHJLYZL�KL�HJ\LYKV�H�

15  Cfr. Ley Orgánica del Poder Ciudadano. 25 de octubre de 2001. G.O 37.310. “Artículo 61. Las copias certi!ca- das solicitadas por las autoridades o por los particulares al Consejo Moral 
Republicano, serán expedidas por el Secretario Ejecutivo, “en los casos en que su Presidente lo considere procedente. Podrán expedirse copias certi!cadas por procedimientos fotográf-
icos, fotostáticos u otros semejantes”.

16  Cfr. Ley del Banco Central de Venezuela. 7 de mayo de 2010. G.O 39.419. “Artículo 21. Corresponde al Directorio ejercer la suprema dirección del Banco Central de Venezuela. En 
particular, tendrá las siguientes atribuciones: … 24. Cali!car, en su caso, el grado de con!dencialidad de la información del Banco Central de Venezuela a la que pudieran tener acceso 
otras instituciones, así como autorizar su publicidad en los casos en que sea estrictamente necesario, de acuerdo con la presente Ley. El grado de con!dencialidad se limitará a los casos 
en que objetivamente exista amenaza a la seguridad y a la estabilidad monetaria u otro perjuicio al interés público.”

17 Cfr. Ley Orgánica del Ministerio Público. 19 de marzo de 2007. G.O 38.647. “Artículo 7: Corresponde a la Dirección de Consultoría Jurídica: … 19. Redactar los proyectos de opinión 
en cuanto a la procedencia o improcedencia de la emisión de copias certi!cadas de documentos que reposan en el archivo del Fiscal General de la República que fueren solicitadas por 
particulares o por Despachos O!ciales.”

18 Cfr. Ley Orgánica de Transporte Ferroviario. Decreto con Rango Valor y Fuerza de Ley N° 6.069. 31 de julio de 2008. G.O Ext. 5.889. “Artículo 89. El Presidente o Presidenta del Instituto 
de Ferrocarriles del Estado, de conformidad con la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y la ley que regule la materia de clasi!cación de documentos de contenido 
con!dencial o secreto, podrá cali!car como con!denciales, los documentos que ameriten tal tratamiento y que considere convenientes para el mejor desarrollo del procedimiento”.
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lo que dispone la Constitución y la ley estamos ante una restricción que no es tal: es necesario 
X\L�SHZ�MHJ\S[HKLZ�KL�JSHZPÄJHJP}U�X\L�HX\x�YLZL|HTVZ�LZ[tU�JSHYH�`�L_WSxJP[HTLU[L�]PUJ\SHKHZ�H�
un sistema general de excepciones limitadas al acceso a la información. Ello, en los casos aquí 
mencionados, no ocurre.

Restricción de la legitimación activa
Otro elemento llamativo del ordenamiento jurídico venezolano es que es posible encontrar 
numerosas normas jurídicas que restringen el acceso a la información a cierto tipo de actores 
u organizaciones ciudadanas. Por ejemplo, el artículo 79 de de la Ley Orgánica del Servicio de 
Policía Nacional autoriza a pedir informes a la Policía Federal pero se limita a mencionar a “los 
consejos comunales o de cualquier otra forma de participación popular”.20 En el mismo sentido, la 
Ley de Contrataciones Públicas limita el acceso a la información a los oferentes.21 La Ley Orgánica 
de Contraloría Social limita el acceso a la información a ciudadanos comunes e impone el secreto 
a los voceros de las organizaciones de Contralaría Social y lo mismo hace la Ley Orgánica del 
Poder Popular que limita la capacidad de los ciudadanos de a pie de ejercer el derecho de acceso 
a la información como un mecanismos de rendición de cuentas de las autoridades públicas.

-PUHSTLU[L��HSNV�ZPTPSHY�VJ\YYL�JVU� SH�3L`�*VUZLQVZ�7SHUPÄJHJP}U�7�ISPJH�X\L�LZ[HISLJL�LU�Z\�
HY[xJ\SV����X\L�SH�7SLUHYPH�KLS�*VUZLQV�3VJHS�KL�7SHUPÄJHJP}U�7�ISPJH�KLIL�YLZWVUKLY�WLKPKVZ�
de acceso a la información realizados por entes estatales, pero nada dice sobre los pedidos 
ciudadanos.22

Excepciones ambiguas y/o inaceptables
Finalmente, se posible ver otro tipo de problemas que son comunes en el derecho comparado, 
y se vinculan con el establecimiento de excepciones de manera genérica o ambigua en violación 
al principio de legalidad o bien de excepciones inaceptables, que o bien no buscan satisfacer un 
objetivo legítimo del estado o bien no son necesarias en una sociedad democrática. Sobre el punto, 
es necesario recordar que en el sistema interamericano de derechos humanos las restricciones a 
un derecho fundamental como el acceso a la información deben satisfacer un test tripartito. Como 
lo ha recordado la CIDH, “el artículo 13.2 de la Convención Americana exige el cumplimiento 
de las siguientes tres condiciones básicas para que una limitación al derecho a la libertad de 
L_WYLZP}U�ZLH�HKTPZPISL!�����SH�SPTP[HJP}U�KLIL�OHILY�ZPKV�KLÄUPKH�LU�MVYTH�WYLJPZH�̀ �JSHYH�H�[YH]tZ�
de una ley formal y material, (2) la limitación debe estar orientada al logro de objetivos imperiosos 
autorizados por la Convención Americana, y (3) la limitación debe ser necesaria en una sociedad 

19 Cfr. Ley Orgánica de Precios Justos. Decreto con Rango Valor y Fuerza de Ley N° 600. 23 de enero de 2014. G.O 40.340. “Artículo 9. El Presidente o Presidenta del Centro Estratégico de 
Seguridad y Protección de la Patria podrá declarar el carácter de reservada, clasi!cada o de divulgación limitada a cualesquiera información, hecho o circunstancia, que en cumplimien-
to de sus funciones tenga conocimiento o sea tramitada en el Centro Estratégico de Seguridad y Protección de la Patria, de conformidad con lo establecido en el artículo 59 de la Ley 
Orgánica de Procedimientos Administrativos y el artículo 171 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública”.

20 Cfr. Ley Orgánica del Servicio de Policía Nacional. 7 de Diciembre de 2009. G.O Ext. 5.940. “Artículo 79: Funciones de Contraloría Social: Corresponde a la comunidad, a través de los 
consejos comunales o de cualquier otra forma de participación popular, ejercer las funciones de contraloría social sobre el Servicio de Policía, pudiendo solicitar informes respecto al 
desempeño operativo de dichos cuerpos de conformidad con la ley que rige la materia.”

21 Cfr. Ley de Contrataciones Públicas. 6 de septiembre de 2010. G.O 39.503. “Artículo 15. Culminada la selección de contratista, los oferentes tendrán derecho a solicitar la revisión del 
expediente y requerir copia certi!cada de cualquier documento en él contenido. Se exceptúan de lo dispuesto en este artículo, los documentos del expediente declarados reservados o 
con!denciales conforme a la ley que regula los procedimientos administrativos”.

22 Cfr. Ley Consejos Plani!cación Pública. 30 de diciembre de 2010 G.O Ext 6.017. “11. Atender cualquier información atinente a sus competencias que solicite el gobierno nacional, 
estadal, municipal, comunal y comunitario, sobre la situación socio-económica del municipio”.8



KLTVJYm[PJH�WHYH�LS�SVNYV�KL�SVZ�ÄULZ�PTWLYPVZVZ�X\L�ZL�I\ZJHU"�LZ[YPJ[HTLU[L�WYVWVYJPVUHKH�
H�SH�ÄUHSPKHK�WLYZLN\PKH"�L�PK}ULH�WHYH�SVNYHY�LS�VIQL[P]V�PTWLYPVZV�X\L�WYL[LUKL�SVNYHY¹��*0+/��
2010b: párr. 67).

Muchas de las disposiciones que cimientan la cultura del secreto en Venezuela se vinculan con 
este tipo de problemas. Por ejemplo, el artículo 27 de la Ley Orgánica de Ciencia y Tecnología 
JVUZHNYH�SH�WVZPIPSPKHK�X\L�JPLY[H�PUMVYTHJP}U�ZLH�JSHZPÄJHKH�JVTV�LZ[YH[tNPJH��LU�Z\W\LZ[VZ�
que vale la pena citar de manera extensa.

“Artículo 27. 3H�H\[VYPKHK�UHJPVUHS�JVU�JVTWL[LUJPH�LU�TH[LYPH�KL�JPLUJPH��[LJUVSVNxH��PUUV]HJP}U�
`�Z\Z�HWSPJHJPVULZ�WVKYm�JSHZPÄJHY�SH�PUMVYTHJP}U�YLJHIHKH�V�NLULYHKH�LU�J\HSX\PLY�HJ[P]PKHK�
KL�PU]LZ[PNHJP}U�� PUUV]HJP}U�V�MVYTHJP}U�JVTV�PUMVYTHJP}U�LZ[YH[tNPJH�J\HUKV�H�Q\PJPV�KL�SH�
TPZTH�Z\�KPM\ZP}U�W\LKH!����*VTWYVTL[LY�SH�ZVILYHUxH�UHJPVUHS�JVUZHNYHKH�LU�SH�*VUZ[P[\JP}U�
KL�SH�9LW�ISPJH�)VSP]HYPHUH�KL�=LULa\LSH�����(MLJ[HY�ULNH[P]HTLU[L�SH�]PKH��SH�KPNUPKHK�O\THUH��
SH�ZLN\YPKHK��SH�ZHS\K�V�J\HSX\PLY�V[YV�HZWLJ[V�KL�SVZ�KLYLJOVZ�O\THUVZ�KL�J\HSX\PLY�WLYZVUH��
���(MLJ[HY�ULNH[P]HTLU[L�SVZ�KLYLJOVZ�KL�JVT\UPKHKLZ�[YHKPJPVUHSLZ�V�HUJLZ[YHSLZ�����(MLJ[HY�
ULNH[P]HTLU[L�SH�JVUZLY]HJP}U�`�\ZV�Z\Z[LU[HISL�KL�SH�KP]LYZPKHK�IPVS}NPJH”23.

La norma, a diferencia de muchas de las que repasamos en los párrafos anteriores, sigue una 
técnica legislativa respetuosa del derecho de acceso a la información, ya que lejos de consagrar 
WVY�WYPUJPWPV�HS�ZLJYL[V��SPTP[HY�SH�SLNP[PTHJP}U�HJ[P]H�LU�Z\�LQLYJPJPV�V�OHIPSP[HY�SH�JSHZPÄJHJP}U�
de información sin causales concretas, en este caso sí se enumeran esas causales. Pero 
ellas son de todas formas problemáticas, en particular porque están redactadas de manera 
vaga y ambigua, razón por la cual no pueden evitar decisiones arbitrarias. Por ejemplo, ¿qué 
ZPNUPÄJH� JVTWYVTL[LY� SH� ZVILYHUxH� UHJPVUHS&� ¦@� X\t� ZPNUPÄJH� \UH� HMLJ[HJP}U� ULNH[P]H&�
Este tipo de lenguaje es problemático ya que las excepciones, en tanto restricciones a un 
derecho fundamental, deben utilizar un lenguaje claro y preciso ya que son de interpretación 
necesariamente restringida. El lenguaje vago conspira contra ese requerimiento y habilita 
interpretaciones amplias a discreción del intérprete.

Sobre este punto, la CIDH ha dicho que la exigencia de que las restricciones sean establecidas 
por medio de una ley clara y precisa es un “medio para asegurar que no queden al arbitrio del 
WVKLY�W�ISPJV"�`�Z\�JVUZHNYHJP}U�KLIL�ZLY� SV�Z\ÄJPLU[LTLU[L�JSHYH�`�WYLJPZH�JVTV�WHYH�UV�
conferir un nivel excesivo de discrecionalidad a los funcionarios que deciden si se divulga o 
no la información En criterio de la Corte Interamericana, tales leyes deben haber sido dictadas 
ºWVY� YHaVULZ� KL� PU[LYtZ� NLULYHS»�� LU� M\UJP}U� KLS� IPLU� JVT�U� LU� [HU[V� LSLTLU[V� PU[LNYHU[L�
KLS� VYKLU� W�ISPJV� LU� \U� ,Z[HKV� KLTVJYm[PJV�� :L� HWSPJH� H� LZ[L� YLZWLJ[V� SH� KLÄUPJP}U� KL� SH�
*VY[L�0U[LYHTLYPJHUH�LU�SH�6WPUP}U�*VUZ\S[P]H�6*�������ZLN�U�SH�J\HS�SH�L_WYLZP}U�ºSL`LZ»�UV�
ZPNUPÄJH�J\HSX\PLY�UVYTH� Q\YxKPJH��ZPUV�HJ[VZ�UVYTH[P]VZ�NLULYHSLZ�HKVW[HKVZ�WVY�LS�}YNHUV�
legislativo constitucionalmente previsto y democráticamente elegido, según los procedimientos 
establecidos en la Constitución, ceñidos al bien común” (CIDH, 2010a, párrs. 49-50).

Algo similar ocurre con la Ley Orgánica del Poder Público Municipal, que en su artículo 252 
establece:

“Artículo 252. Los ciudadanos y ciudadanas tienen derecho a obtener información general 
`� LZWLJxÄJH� ZVIYL� SHZ� WVSx[PJHZ�� WSHULZ�� KLJPZPVULZ�� HJ[\HJPVULZ�� WYLZ\W\LZ[V�� WYV`LJ[VZ� `�
23 Cfr. Ley Orgánica de Ciencia y Tecnología. 16 de diciembre de 2010. G.O 39.575.
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J\HSLZX\PLYH� V[YHZ� KLS� mTIP[V� KL� SH� HJ[P]PKHK� W�ISPJH�T\UPJPWHS�� (ZPTPZTV�� WVKYmU� HJJLKLY� H�
HYJOP]VZ�̀ �YLNPZ[YVZ�HKTPUPZ[YH[P]VZ��LU�SVZ�[tYTPUVZ�KL�SH�SLNPZSHJP}U�UHJPVUHS�HWSPJHISL��0N\HSTLU[L��
tienen derecho a formular peticiones y propuestas; y a recibir oportuna y adecuada respuesta; 
H� SH�HZPZ[LUJPH�`�HWV`V�KL� SHZ�H\[VYPKHKLZ�T\UPJPWHSLZ�LU�Z\Z�HJ[P]PKHKLZ�WHYH� SH�JHWHJP[HJP}U��
MVYTHJP}U�`�LK\JHJP}U�H� SVZ�ÄULZ�KLS�KLZHYYVSSV� `�JVUZVSPKHJP}U�KL� SH�J\S[\YH�KL�WHY[PJPWHJP}U�
KLTVJYm[PJH�`�WYV[HN}UPJH�LU�SVZ�HZ\U[VZ�W�ISPJVZ��ZPU�TmZ�SPTP[HJPVULZ�X\L�SHZ�KPJ[HKHZ�WVY�LS�
PU[LYtZ�W�ISPJV�`�SH�ZHS]HN\HYKH�KLS�WH[YPTVUPV�W�ISPJV”24. 

Nuevamente encontramos problemas similares de amplitud y vaguedad, ya que las limitaciones 
son aquellas “dictadas por el interés público y la salvaguarda del patrimonio público”. Ese tipo de 
limitaciones no respetan los estándares interamericanos mencionados en los párrafos precedentes. 
Lo mismo ocurre con la Ley Orgánica de Telecomunicaciones, que dispone que la información del 
Registro Nacional de Telecomunicaciones podrá ser consultada por cualquier persona “salvo que 
Z\�JVU[LUPKV�ZL�OH`H�KLJSHYHKV�JVUÄKLUJPHS�V�ZLJYL[V�KL�JVUMVYTPKHK�JVU�SH�SL`¹�25 Nuevamente, 
LZ�ULJLZHYPV�X\L�LS�SLNPZSHKVY�PKLU[PÄX\L�SH�SL`�X\L�OHIPSP[H�SH�JSHZPÄJHJP}U�KL�PUMVYTHJP}U�̀ �UV�X\L�
YLÄLYL�KL�THULYH�NLUtYPJH�H�H\[VYPaHJPVULZ�SLNHSLZ�WVJV�WYLJPZHZ�
Finalmente, la Ley Orgánica de la Administración Pública en su artículo 159 establece:

“Artículo 159: ,S�KLYLJOV�KL�HJJLZV�H� SVZ�HYJOP]VZ�`�YLNPZ[YV�KL�SH�(KTPUPZ[YHJP}U�7�ISPJH�ZLYm�
LQLYJPKV�WVY�SHZ�WLYZVUHZ�KL�MVYTH�X\L�UV�ZLH�]LH�HMLJ[HKH�SH�LÄJHJPH�KLS�M\UJPVUHTPLU[V�KL�SVZ�
ZLY]PJPVZ�W�ISPJVZ��KLIPtUKVZL�H�[HS�ÄU��MVYT\SHY�WL[PJP}U�PUKP]PK\HSPaHKH�KL�SVZ�KVJ\TLU[VZ�X\L�
ZL�KLZLL�JVUZ\S[HY��ZPU�X\L�X\LWH��ZHS]V�WHYH�Z\�JVUZPKLYHJP}U�JVU�JHYmJ[LY�WV[LZ[H[P]V��MVYT\SHY�
ZVSPJP[\K�VIZ[HU[L��J\HUKV�SVZ�ZVSPJP[HU[LZ�ZLHU�PU]LZ[PNHKVYLZ�X\L�HJYLKP[LU�\U�PU[LYtZ�OPZ[}YPJV��
JPLU[xÄJV�V�J\S[\YHS�YLSL]HU[L��ZL�WVKYm�H\[VYPaHY�LS�HJJLZV�KPYLJ[V�KL�HX\LSSVZ�H�SH�JVUZ\S[H�KL�SVZ�
L_WLKPLU[LZ”. 26

Aquí la norma supedita el ejercicio del derecho de acceso a la información a la no afectación del 
funcionamiento de los servicios públicos. Sin embargo, la norma no precisa por qué o de qué 
modo el ejercicio de este derecho podría producir esa afectación y, en caso de que ello fuera 
posible, no establece las medidas necesarias para garantizar el acceso.

La cultura del secreto es un mal que aqueja a numerosos países de América Latina. Sus causas 
seguramente se encuentren en los pasados más o menos autoritarios que padecieron todos los 
países de la región y en el hecho de que nuestras democracias siempre funcionaron con bajos 
niveles de rendición de cuentas y poco efectivos mecanismos horizontales y verticales de control 
�6»+VULSS���  �"�6»+VUULSS���  ����3VZ�THYJVZ�Q\YxKPJVZ�HKLJ\HKVZ�WLYTP[LU�LTWLaHY�H�KLZHYTHY�
LZH�J\S[\YH�KLS�ZLJYL[V��̀ H�X\L�LSSVZ�PUJLU[P]HU�WYmJ[PJHZ�X\L��WH\SH[PUHTLU[L�̀ �UV�ZPU�KPÄJ\S[HKLZ��
van implementando la cultura de la transparencia. Ella es la causa por la cual la propia Organización 
de Estados Americanos ha impulsado y promovido la Ley Modelo de Acceso a la Información: sin 
LZ[Y\J[\YHZ� SLNHSLZ� M\LY[LZ��JVU�I\YVJYHJPHZ�HIVJHKHZ�H�LSSVZ��LZ�T\`�KPMxJPS�TVKPÄJHY�J\S[\YHZ�
burocráticas consolidadas (OEA, 2010).

El ordenamiento jurídico venezolano se encuentra a las antípodas de los avances producidos en 
la región en los últimos años. Él no sólo no cuenta con una ley de acceso a la información sino 
que, como hemos visto, consagran en numerosas normas el principio del secreto, restringe el 

24 Cfr. Ley Orgánica del Poder Público Municipal. 28 de diciembre de 2010. G.O Ext. 6.015.
25 Cfr. Ley Orgánica de Telecomunicaciones, artículo 47. 7 de febrero de 2011. G.O 39.610.
26 Cfr. Ley Orgánica de la Administración Pública. Decreto con Rango Valor y Fuerza de Ley N° 6.217. 31 de julio de 2008. G.O Ext. 5.890.
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acceso a la información a ciertos grupos y habilita decisiones discrecionales sobre la publicidad 
de información. Cuando las normas buscan seguir más de cerca los estándares interamericanos, 
es decir, cuando optan por establecer excepciones explícitas, el legislador lo ha hecho utilizando 
un lenguaje vago y ambiguo que no respeta los estándares interamericanos de derechos humanos 
que hemos explorado en el curso de esta sección.
Una forma posible de solucionar las falencias del ordenamiento jurídico es a través de los 
tribunales. Es lo que ocurrió, por ejemplo, en la Argentina. Ese país tampoco cuenta con una ley 
de acceso a la información. Sin embargo, de manera creciente los tribunales han reconocido el 
acceso a la información y han establecido principios respetuosos del sistema interamericano de 
derechos humanos27. En este sentido, las falencias que es posible encontrar en el ordenamiento 
jurídico pueden ser resueltas, al menos parcialmente, por los tribunales, que están en condiciones 
de invocar el principio de supremacía de la Constitución para resguardar los derechos de los 
ciudadanos. En Venezuela, como veremos a continuación, ello no ocurrió: los tribunales no sólo no 
resolvieron los problemas de constitucionalidad y convencionalidad que existen en el ordenamiento 
jurídico sino que los empeoraron al consagrar en la jurisprudencia criterios restrictivos que van 
más allá de las restricciones establecidas en el ordenamiento jurídico.

El poder judicial como garante del secretismo
En el caso venezolano, los tribunales no sólo no han solucionado los problemas que presentan los 
marcos legales y regulatorios explorados previamente, sino que los han empeorado. Las cortes 
venezolanas no han dudado en consagrar en su jurisprudencia criterios restrictivos que cierran 
el paso a los reclamos ciudadanos y dejan a éstos últimos sin acceso a remedios efectivos en 
el ámbito interno. Resaltar estos criterios jurisprudenciales es fundamental para que la Comisión 
Interamericana pueda tener un panorama acabado sobre la situación del derecho de acceso a la 
información en Venezuela. La expansión de criterios restrictivos en materia de acceso a la información 
en tribunales cuya independencia ya ha sido objeto de atención por parte de la CIDH (CIDH, 2009a: 
párr. 184) pone en evidencia los efectos tangibles de la falta de independencia judicial: la violación 
de los derechos humanos de los ciudadanos, especialmente de aquellos derechos que funcionan 
como herramienta de control de los poderes públicos (CIDH, 2010a: párr. 5).
Tal vez la forma más clara de presentar este tipo de jurisprudencia sea exponer en orden cronológico 
cómo los tribunales venezolanos fueron consolidando una verdadera jurisprudencia del secreto.

Incompetencias e inadmisibilidades: la primera etapa del laissez-faire judicial
El 22 de junio de 2005, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela 
resolvió denegar el acceso a una copia del Plan Ávila, un documento que establecía medidas 
de seguridad y orden público en el área metropolitana de Caracas28. El documento había sido 
solicitado por Provea, el Programa Venezolano de Educación - Acción en Derechos Humanos, 
para informar la redacción de su informe anual sobre la situación de los derechos humanos en 
Venezuela. Como lo ha sostenido la CIDH, la seguridad ciudadana es una cuestión que debe 
abordarse con una perspectiva de derechos humanos (CIDH, 2009b) y acceder a información 
respecto de cómo el estado aborda estos problemas es un mecanismo idónea para permitir el 
monitoreo de esas políticas públicas por parte de la sociedad civil.

27 Sobre el punto, ver ADC (2013a) y ADC (2013b).
28 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia No. 1317 del 22 de junio de 2005. Disponible en http://goo.gl/MA88vg.
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El documento fue negado por el Ministerio de Defensa, que argumentó que el mismo “contempla 
SH�TH[LYPH�KL�ZLN\YPKHK�`�KLMLUZH�KL� SH�5HJP}U¹�`�¸L_PZ[L�\UH�YLZLY]H�LU�[VYUV�H� SH�JSHZPÄJHJP}U�
y divulgación de los aspectos operacionales que contempla el mismo, todo ello con fundamento 
legal en la normativa jurídica prevista en el artículo 325 de la Constitución”. En efecto, ese artículo 
LZ[HISLJL�X\L�¸BLDS�,QLJ\[P]V�5HJPVUHS�ZL�YLZLY]H�SH�JSHZPÄJHJP}U�`�KP]\SNHJP}U�KL�HX\LSSVZ�HZ\U[VZ�
X\L�N\HYKLU� YLSHJP}U�KPYLJ[H� JVU� SH�WSHUPÄJHJP}U� `� LQLJ\JP}U�KL�VWLYHJPVULZ� JVUJLYUPLU[LZ� H� SH�
seguridad de la Nación, en los términos que la ley establezca.”

La Sala Constitucional negó el acceso a esa información al considerar que la acción de amparo 
iniciada por Provea era inadmisible, toda vez que el artículo 6.1 de la ley Orgánica de Amparo sobre 
Derechos y Garantías Constitucionales establece en su artículo 6.1 que la acción sera inadmisible 
cuando “hayan cesado la violación o amenaza de algún derecho o garantías constitucionales”. Para 
el tribunal, no había amenaza al derecho toda vez que había recibido respuesta por parte del Estado 
-- aunque la misma fuera negativa. Este caso permitía discutir los límites de la aplicación del artículo 
325 de la Constitución de cara a las consideraciones de derechos humanos que, como hemos 
señalado, deben informar a las cuestiones de seguridad pública. La Sala Constitucional ni siquiera 
quiso abordar esas cuestiones.

,S����KL�MLIYLYV�KL������SH�:HSH�*VUZ[P[\JPVUHS�YH[PÄJ}�\UH�VYKLU�Q\KPJPHS�KL�\U�Q\aNHKV�KL�TLUVY�
jerarquía que prohibía a los medios de comunicación informar sobre los pormenores judiciales de la 
PU]LZ[PNHJP}U�KLS�HZLZPUH[V�KLS�ÄZJHS�+HUPSV�(UKLYZVU29. La acción había sido iniciada por abogados 
del Sindicato Nacional de Trabajadores de Prensa, un colectivo de personas claramente afectadas 
por la orden de no publicar información. En este caso, la Sala volvió a inclinarse por la limitación 
del amparo como mecanismo de acceso a la justicia al considerar que los accionantes no estaban 
legitimados para incoar la acción. El tribunal presentó un criterio que reiteraría en casos posteriores.

“Ha sido reiterada la doctrina de la Sala, respecto a que, en los procesos de amparo, se hace 
necesaria la demostración de parte del accionante de la concurrencia de ciertas circunstancias, 
tales como: 1) la existencia de una situación jurídica que le sea propia y en la cual se encuentra; 2) la 
PUMYHJJP}U�KL�KLYLJOVZ�̀ �NHYHU[xHZ�JVUZ[P[\JPVUHSLZ�X\L�SL�JVYYLZWVUKHU"����SH�PKLU[PÄJHJP}U�KLS�H\[VY�
de la transgresión; y 4) la lesión que las violaciones constitucionales puedan causar o le causaron en 
su situación jurídica … En desarrollo de los conceptos expuestos en el fallo parcialmente transcrito, 
apuntó luego la Sala, en sentencia No. 487 del 14 de abril de 2005, (Caso: Expresos San Cristóbal 
*�(���SV�ZPN\PLU[L!�º,S�M\UKHTLU[V�KL�SH�PUKPJHKH�KLJPZP}U�WHY[L�KLS�OLJOV�X\L�SH�SLNP[PTHJP}U�HJ[P]H�
en una acción de amparo la tienen, en principio, quienes hayan sido directamente afectados en sus 
derechos constitucionales, y no los que tengan un simple interés en que la misma sea procedente…30” 

El tribunal consideró que los accionantes no estaban legitimados para accionar ya que la medida de 
censura no está destinada a ellos sino a los “medios de comunicación” en general.

El 9 de julio de 2010, la Sala Constitucional volvió a intervenir en un caso de acceso a la información 
pública. Se trataba de una acción iniciada por las ONG Espacio Público y Provea a través de la cual 
solicitaban acceder a “boletines epidemiológicos correspondientes al mes de enero hasta junio de 2009”.31  
Habían solicitado esa información en junio y agosto de 2009 y la misma había sido negada de manera 
ÄJ[H�WVY�LS�4PUPZ[LYPV�KL�:HS\K��X\L�ZPTWSLTLU[L�ZL�OHIxH�ULNHKV�H�L_WSPJHY�WVY�X\L�LZ[VZ�IVSL[PULZ��
que se distribuían desde 1938, habían dejado de publicarse. En este caso, la Sala Constitucional 

29 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia No. 0321 del 23 de febrero de 2006. Disponible en http://goo.gl/vZK9qs.
30 Ídem, punto VI.
31 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia No. 697 del 9 de julio de 2010. Disponible en: http://goo.gl/KXzu6J.
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consideró que la acción de amparo no era la vía judicial adecuada para presentar su reclamo. La Sala 
reiteró nuevamente un criterio sobre el que volvería en el futuro:

“…JVU]PLUL�YLP[LYHY�X\L��JVUMVYTL�H�SH�PU[LYWYL[HJP}U�X\L�JVUZVSPKHKH�Q\YPZWY\KLUJPH�OH�IYPUKHKV�HS�
HY[xJ\SV�����KL�SH�3L`�6YNmUPJH�KL�(TWHYV�ZVIYL�+LYLJOVZ�`�.HYHU[xHZ�*VUZ[P[\JPVUHSLZ��JMY���LU[YL�
V[YHZ��ZLU[LUJPHZ�UVZ���������������������`�������������WHYH�X\L�LS�HTWHYV�YLZ\S[L�HKTPZPISL�LZ�
ULJLZHYPV�X\L�OH`HU�ZPKV�HNV[HKVZ�SVZ�TLJHUPZTVZ�WYVJLZHSLZ�L_PZ[LU[LZ�ZPU�X\L�OH`H�ZPKV�SVNYHKH�
SH� [\[LSH�TLYLJPKH�� V� X\L� SVZ�TPZTVZ� YLZ\S[LU� PUPK}ULVZ� WHYH� YLZ[P[\PY� V� ZHS]HN\HYKHY� LS� KLYLJOV�
SLZPVUHKV�V�HTLUHaHKV�H�ZLYSV”.32

Estos antecedentes judiciales ponen de presente la actitud de los tribunales venezolanos ante los 
ciudadanos que solicitan acceder a la información pública. Muchas veces, la misma vía de reclamo 
era denegada y considerada inadmisible. Al respecto, cabe recordar que esta Comisión ha señalado 
que el Estado está obligado a contar con un recurso judicial idóneo y efectivo para la revisión de 
las negativas de entrega de información (CIDH, 2010a: 29). La Comisión precisó con detalle los 
requisitos de esa acción:

“3VZ�,Z[HKVZ�KLILU�JVUZHNYHY�LS�KLYLJOV�H�SH�YL]PZP}U�Q\KPJPHS�KL�SH�KLJPZP}U�HKTPUPZ[YH[P]H�H�[YH]tZ�
KL� \U� YLJ\YZV� X\L� YLZ\S[L� ZLUJPSSV�� LMLJ[P]V�� L_WLKP[V� `� UV� VULYVZV�� `� X\L� WLYTP[H� JVU[YV]LY[PY�
SHZ�KLJPZPVULZ�KL� SVZ� M\UJPVUHYPVZ�W�ISPJVZ�X\L�UPLNHU�LS�KLYLJOV�KL�HJJLZV�H�\UH�KL[LYTPUHKH�
PUMVYTHJP}U�V�X\L�ZPTWSLTLU[L�VTP[LU�KHY�YLZW\LZ[H�H�SH�ZVSPJP[\K��+PJOV�YLJ\YZV�KLIL!��H��YLZVS]LY�LS�
MVUKV�KL�SH�JVU[YV]LYZPH�WHYH�KL[LYTPUHY�ZP�ZL�WYVK\QV�\UH�]\SULYHJP}U�KLS�KLYLJOV�KL�HJJLZV��`��I��
LU�JHZV�KL�LUJVU[YHY�[HS�]\SULYHJP}U��VYKLUHY�HS�}YNHUV�JVYYLZWVUKPLU[L�SH�LU[YLNH�KL�SH�PUMVYTHJP}U��
,U�LZ[VZ�JHZVZ�� SVZ� YLJ\YZVZ�KLILU�ZLY�ZLUJPSSVZ�`� YmWPKVZ��W\LZ� SH�JLSLYPKHK�LU� SH�LU[YLNH�KL� SH�
PUMVYTHJP}U�Z\LSL�ZLY�PUKPZWLUZHISL�WHYH�LS�SVNYV�KL�SHZ�M\UJPVULZ�X\L�LZ[L�KLYLJOV�[PLUL�HWHYLQHKHZ” 
(CIDH, 2010a: 29).

Asimismo, la Corte Interamericana ha señalado que “la garantía de un recurso judicial efectivo contra 
actos violatorios de los derechos fundamentales “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de 
la Convención Americana, sino del propio [e]stado de [d]erecho en una sociedad democrática en el 
sentido de la Convención”.33

Sobre este punto el artículo 27 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela establece:

“Artículo 27. ;VKH�WLYZVUH�[PLUL�KLYLJOV�H�ZLY�HTWHYHKH�WVY�SVZ�[YPI\UHSLZ�LU�LS�NVJL�`�LQLYJPJPV�KL�
SVZ�KLYLJOVZ�`�NHYHU[xHZ�JVUZ[P[\JPVUHSLZ��H\U�KL�HX\LSSVZ� PUOLYLU[LZ�H� SH�WLYZVUH�X\L�UV�ÄN\YLU�
L_WYLZHTLU[L�LU�LZ[H�*VUZ[P[\JP}U�V�LU�SVZ�PUZ[Y\TLU[VZ�PU[LYUHJPVUHSLZ�ZVIYL�KLYLJOVZ�O\THUVZ��
,S�WYVJLKPTPLU[V�KL�SH�HJJP}U�KL�HTWHYV�JVUZ[P[\JPVUHS�ZLYm�VYHS��W�ISPJV��IYL]L��NYH[\P[V�`�UV�Z\QL[V�
H� MVYTHSPKHK��`� SH�H\[VYPKHK� Q\KPJPHS�JVTWL[LU[L� [LUKYm�WV[LZ[HK�WHYH� YLZ[HISLJLY� PUTLKPH[HTLU[L�
SH�ZP[\HJP}U�Q\YxKPJH�PUMYPUNPKH�V�SH�ZP[\HJP}U�X\L�TmZ�ZL�HZLTLQL�H�LSSH��;VKV�[PLTWV�ZLYm�OmIPS�`�LS�
[YPI\UHS� SV� [YHTP[HYm�JVU�WYLMLYLUJPH�H�J\HSX\PLY�V[YV�HZ\U[V��3H�HJJP}U�KL�HTWHYV�H� SH� SPILY[HK�V�
ZLN\YPKHK�WVKYm�ZLY�PU[LYW\LZ[H�WVY�J\HSX\PLY�WLYZVUH��`�LS�KL[LUPKV�V�KL[LUPKH�ZLYm�W\LZ[V�V�W\LZ[H�
IHQV�SH�J\Z[VKPH�KLS�[YPI\UHS�KL�THULYH�PUTLKPH[H��ZPU�KPSHJP}U�HSN\UH��,S�LQLYJPJPV�KL�LZ[L�KLYLJOV�UV�
W\LKL�ZLY�HMLJ[HKV��LU�TVKV�HSN\UV��WVY�SH�KLJSHYHJP}U�KLS�LZ[HKV�KL�L_JLWJP}U�V�KL�SH�YLZ[YPJJP}U�
de garantías constitucionales.”

32 Ídem, punto III.
33 Cfr. Corte I.D.H., Caso Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Excepciones Preliminares. Sentencia de 23 de noviembre de 2004. Serie C No. 118, párr. 75; Corte I.D.H., Caso Tibi Vs. 

Ecuador. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 131; y Corte I.D.H., Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Excepción Preliminar. Sentencia de 12 de junio de 2002. 
Serie C No. 93, párr. 193.
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Resulta evidente que la acción adecuada en el ordenamiento interno venezolano para exigir el 
restablecimiento de un derecho fundamental violentado por el Estado es la acción de amparo prevista 
en el artículo citado. Sin embargo, la Sala Constitucional ha neutralizado de manera sistemática esta 
garantía constitucional en relación al acceso a la información pública y señaló de manera reiterada 
que la acción de amparo constitucional no es la vía adecuada. Al hacerlo, los tribunales han cerrado 
el último paso que los ciudadanos venezolanos tenían disponible para garantizar el ejercicio del 
derecho fundamental de acceso a la información pública en el orden interno.

La restricción del acceso a la información: barreras judiciales ante la falta de 
reglamentación legal
Las decisiones que niegan el acceso a la información con base en un análisis sobre el fondo de las 
cuestiones involucradas son pocas ya que, como vimos, la mayoría los casos son desechados sobre 
SH�IHZL�KL�PUHKTPZPIPSPKHKLZ�WYVJLZHSLZ��:PU�LTIHYNV��\UH�KLJPZP}U�KL�SH�:HSH�*VUZ[P[\JPVUHS�YLÅLQH�
la visión angosta del tribunal sobre el derecho de acceso a la información pública.

El 15 de julio de 2010, la Sala Constitucional ingresó a analizar el fondo de un caso en el que se 
reclamaba el acceso a la información: se trataba de un pedido de la ONG Espacio Público para 
HJJLKLY�H�PUMVYTHJP}U�ÄUHUJPLYH�KL�KP]LYZVZ�M\UJPVUHYPVZ�W�ISPJVZ34. En particular, Espacio Público 
había solicitado conocer el salario base y otras erogaciones que devengan el Contralor General de 
la República y las remuneraciones del resto del personal de la Contraloría General de la República. 
Este organismo había negado esa información con argumentos vinculados a la supuesta invasión a 
la esfera privada de los funcionarios que supondría entregar esa información a los ciudadanos.

La Sala Constitucional consideró que los accionantes no habían demostrado cómo el acceso a esa 
información era necesario para promover la transparencia pública.

“Al respecto, cabe señalar que aun cuando efectivamente se invocó un interés que se interrelaciona 
con la necesidad de proteger otro bien jurídico constitucional, este es, la participación ciudadana 
en la gestión pública; sometida la pretensión de amparo al test de constitucionalidad, constata la 
Sala que la parte accionante no acredita cómo la información solicitada sería de utilidad para la 
participación ciudadana en pro de la transparencia de la gestión pública. En otras palabras, no 
parece proporcional la magnitud de la información solicitada en pro de la transparencia de la gestión 
ÄZJHS��UP�ZPX\PLYH�SHZ�HJJPVULZ�JVUJYL[HZ�WHYH�SHZ�J\HSLZ�ZL�\[PSPaHYxH�SH�PUMVYTHJP}U�ZVSPJP[HKH��9Ha}U�
por la cual, en criterio de la Sala, no existe un título legítimo para tolerar la invasión en el derecho 
constitucional a la intimidad del Contralor General de la República y el resto de los funcionarios 
adscrito al órgano contralor”>.35

Esta decisión de la Sala Constitucional puede contrastarse con una decisión en un caso similar del 
Superior Tribunal Federal de Brasil, que tan sólo una semana antes había considerado constitucional 
la decisión del alcalde de Sao Paulo de publicar en Internet “los nombres, puestos y salarios  
de los 147.000 empleados de esa alcaldía y de 15.000 personas contratadas por la ciudad”  
(CIDH, 2010a: párr. 160). El tribunal consideró que el principio de máxima divulgación que debe 
aplicarse en materia de acceso a la información pública debería prevalecer sobre los intereses de 
privacidad involucrados.

34 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia No. 745 del 15 de julio de 2010. Disponible en: http://goo.gl/Cajjr1.
35 Id. punto IV, in !ne.
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La decisión de referencia es además relevante ya que la Sala Constitucional precisó que, ante la 
falta de regulación del derecho de acceso a la información pública, es necesario --a partir de esta 
ZLU[LUJPH���X\L��H��LS�V�SH�ZVSPJP[HU[L�KL�SH�PUMVYTHJP}U�THUPÄLZ[L�L_WYLZHTLU[L�SHZ�YHaVULZ�V�SVZ�
propósitos por los cuales requiere la información y (b) que la magnitud de la información que se 
solicita sea proporcional con la utilización y uso que se pretenda dar a la información solicitada. Este 
criterio establecido por la Sala Constitucional es relevante ya que va en contra de lo que establecen 
los estándares interamericanos de derechos humanos.

En efecto, la Comisión ha recordado que “no es necesario acreditar un interés directo ni una afectación 
personal para obtener la información en poder del Estado” (CIDH, 2010a: párr. 17). Asimismo, la Ley 
Modelo de Acceso a la Información de la OEA establece en su artículo 23.1 que los requisitos para el 
acceso a la información son mínimos: se debe consignar la información de contacto, la descripción de 
SH�PUMVYTHJP}U�X\L�ZL�ZVSPJP[H�`�SH�MVYTH�LU�X\L�ZL�WYLÄLYL�X\L�ZL�LU[YLN\L�SH�PUMVYTHJP}U��5HKH�KPJL�
la Ley Modelo sobre la necesidad de explicar por qué se quiere la información ni realizar un análisis 
de proporcionalidad: los ciudadanos tienen derecho a acceder a la información pública por el mero 
hecho de ser ciudadanos. Ese es el criterio uniforme que surge de los estándares interamericanos de 
derechos humanos y que los criterios de la Sala Constitucional vulneran.

La réplica de los criterios restrictivos
Desde entonces, estos criterios adelantados por la Sala Constitucional que se consolidaron hacia 
mediados de 2010 fueron utilizados una y otra vez para negar protección judicial a los ciudadanos 
que demandaban su derecho a acceder a información pública.

El 23 de mayo de 2012, la Sala Constitucional insistió sobre la inadmisibilidad de la acción de amparo 
para reclamar ante la violación del derecho de acceso a la información, en este caso vinculado a 
SVZ�WYVNYHTHZ�KL�H[LUJP}U�H�]xJ[PTHZ�KL� SH�]PVSLUJPH�JVU[YH� SH�T\QLY��3H�VÄJPUH� YLX\LYPKH�U\UJH�
contestó y la Sala Constitucional señaló que la acción de amparo era inadmisible y consideró que 
correspondía incoar el recurso por abstención o carencia.36

El 6 de junio de 2012, la Sala Político Administrativa resolvió declarar inadmisible un recurso de 
abstención o carencia presentado por la ONG Espacio Público para acceder a información sobre 
\UH�ZLYPL�KL�LU]xVZ�[LSL]PZP]VZ�VÄJPHSLZ�LU�SHZ�X\L�ZL�SH�H[HJHIH��,S�;YPI\UHS�JVUZPKLY}�X\L�SH�HJJP}U�
*había caducado al momento de ser presentada [fn^29.2]. Tan sólo unos días después, la Sala 
Constitucional insistió con su criterio de considerar inadmisible la vía del amparo para reclamar por 
el acceso a la información, esta vez en un caso en el que se pedía acceder a información sobre 
medicinas vencidas.37

El 3 y el 18 de diciembre de 2014 la Sala Constitucional volvió a declarar inadmisibles amparos 
presentados en casos en donde se pedía información sobre el bloqueo a páginas de Internet por 
parte de la autoridad administrativa y sobre políticas de salud sexual y reproductiva.38 En el primer 
caso lo hizo sobre la base del criterio sentado en la sentencia 745 del 15 de julio de 2010, ya que 

36 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia No. 679 del 23 de mayo de 2012. Disponible en: http://goo.gl/MOFJte.
37 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia No. 805 del 18 de junio de 2012. Disponible en: http://goo.gl/uJJAAX.
38 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia No. 1636 del 3 de diciembre de 2014. Disponible en: http://goo.gl/yV3RF3 y sentencia No. 1736 del 18 de 

diciembre de 2014. Disponible en: http://goo.gl/Z62Wms.
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señaló que los accionantes no habían explicado “hacia dónde estaría dirigido el control que se 
pretende ejercer, ni cuáles serían las actuaciones realizadas por la Administración que --a su 
decir-- conllevarían a una posible infracción o irregularidad que afecte los intereses individuales 
o colectivos de los ciudadanos”39. En el segundo, insistió sobre ese punto al señalar que los 
accionantes no habían explicado “hacia dónde estaría dirigido el control que se pretende ejercer, 
ni cuáles serían las actuaciones realizadas por la Administración que --a su decir-- conllevarían 
a una posible infracción o irregularidad que afecte los intereses individuales o colectivos de los 
ciudadanos”. La repetición textual del criterio no es causal: la Sala Constitucional ha sido consistente 
en tener la misma respuesta ante los reclamos de acceso a la información de los ciudadanos.

Cabe señalar que en el último caso el tribunal consideró que el acceso a la información atenta contra 
SH�LÄJHJPH�`�LÄJPLUJPH�KL�SH�HKTPUPZ[YHJP}U��=HSL�SH�WLUH�Z\IYH`HY�LS�JYP[LYPV�LU�LS�JVU[L_[V�LU�LS�X\L�
se lo postula.

**”En criterio de esta Sala, peticiones como las de autos, donde se pretende recabar información 
ZVIYL�SH�HJ[P]PKHK�X\L�LQLJ\[HYm�LS�,Z[HKV�WHYH�LS�SVNYV�KL�\UV�KL�Z\Z�ÄULZ��LZ[V�LZ��LU�J\HU[V�H�SH�
YLN\SHJP}U��MVYT\SHJP}U��KPYLJJP}U��VYPLU[HJP}U��WSHUPÄJHJP}U��JVVYKPUHJP}U��Z\WLY]PZP}U�`�L]HS\HJP}U�
KL�SVZ�SPULHTPLU[VZ��WVSx[PJHZ�`�LZ[YH[LNPHZ�LU�TH[LYPH�KLS�ZLJ[VY�ZHS\K��H[LU[H�JVU[YH�SH�LÄJHJPH�`�
LÄJPLUJPH�X\L�KLIL�PTWLYHY�LU�LS�LQLYJPJPV�KL�SH�(KTPUPZ[YHJP}U�7�ISPJH�̀ �KLS�7VKLY�7�ISPJV�LU�NLULYHS��
debido a que si bien toda persona tiene derecho a dirigir peticiones a cualquier organismo público y 
a recibir respuesta en tiempo oportuno, frente a ese tipo de solicitudes genéricas, la Administración 
[LUKYxH�X\L�KLKPJHY�[PLTWV�`�YLJ\YZV�O\THUV�H�SVZ�ÄULZ�KL�KHY�L_WSPJHJPVULZ�HJLYJH�KL�SH�HTWSPH�
NHTH�KL�HJ[P]PKHKLZ�X\L�KLIL� YLHSPaHY� LU�ILULÄJPV�KLS� JVSLJ[P]V�� ZP[\HJP}U�X\L�VIZ[HJ\SPaHYxH� `�
recargaría además innecesariamente el sistema de administración de justicia ante los planteamientos 
de esas abstenciones” (el destacado nos pertenece).40

Como puede observarse, los criterios jurisprudenciales restrictivos no se limitan a obstáculos 
formales o procedimentales que implicarían una violación del artículo 13 de la Convención Americana 
y del artículo 25 sino que constituyen una verdadera interpretación contraria a los estándares 
interamericanos de derechos humanos. Éstos consideran no sólo que el derecho a la información no 
es un obstáculo para la administración sino que es un componente fundamental del ejercicio de la 
ciudadanía democrática.

,S���KL�VJ[\IYL�KL�������SH�*VY[L�:LN\UKH�KL�SV�*VU[LUJPVZV�(KTPUPZ[YH[P]V�YH[PÄJ}�SVZ�JYP[LYPVZ�KL�SH�
Sala Constitucional respecto de la inadmisibilidad de la acción de amparo como vía para resguardar 
al acceso a la información.41 Lo hizo en un caso en el que la ONG Espacio Público había pedido 
información sobre el número de homicidios en el primer semestre de 2011 y la tasa de criminalidad 
en Venezuela entre 2008 y 2011.

El 29 de noviembre de 2013, la Sala Constitucional rechazó un recurso de revisión presentado por 
el periodista César Bátiz contra una sentencia de segunda instancia que rechazaba un reclamo de 
acceso a la información pública contra el Ministro del Poder Popular de Petróleo y Minería.42

El 17 de junio de 2014 fue interpuesto un recurso de abstención o carencia ante la Corte Primera de 
lo Contencioso y Administrativo que perseguía la publicación de la Gaceta Legislativa de la Asamblea 
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39 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia No. 1636 del 3 de diciembre de 2014, parte IV.
40 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia No. 1736 del 18 de diciembre de 2014, parte IV.
41 Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo. Sentencia No. 1478 del 2 de octubre de 2012. Disponible en: http://goo.gl/n0Vxtm.
42 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia del 29 de noviembre de 2013. Disponible en: http://goo.gl/4afsTz.



Nacional y el diario de debates del Parlamento (práctica que venían realizando dichos órgano de 
forma regular y que cesó sin explicaciones). El caso fue remitido el 4 de agosto de 2014 a la Sala 
Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia y a la fecha el Tribunal no se pronunciado al 
respecto43.

El 17 de julio de 2014, la Sala Constitucional insistió con su criterio de inadmisibildad, esta vez 
rechazando un pedido de acceso a la información que buscaba acceder a información sobre las 
empresas a las que le habían sido asignadas divisas por parte de la Comisión de Administración 
de Divisas (CADIVI).44 Lo mismo hizo el 5 de agosto de 2014, en un caso en el que la ONG Espacio 
Público había pedido información sobre las medidas adoptadas ante las recomendaciones de un 
informe producido por la Contraloría General de la República. Allí se buscaba conocer si se habían 
tomado pasos para mejor la provisión interna de medicinas. La Sala Constitucional consideró que 
WLKPY�LZH�PUMVYTHJP}U�¸H[LU[H�JVU[YH�SH�LÄJHJPH�`�LÄJPLUJPH�X\L�KLIL�PTWLYHY�LU�LS�LQLYJPJPV�KL�SH�
Administración Pública, y del Poder Público en genera...”.45

El 28 de julio de 2015, la Corte Segunda Contencioso Administrativo declaró la inadmisibilidad del 
recurso de abstención o carencia interpuesto por la ONG Transparencia Venezuela que perseguía 
la obtención de una repuesta a las diversas comunicaciones sobre presuntos hechos de corrupción 
realizados por funcionarios públicos. La Corte señaló que el recurso se había sido declarado 
inadmisible: “Por cuanto no se ha cumplido con el requisito establecido por la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia en la sentencia Nº. 745 del 15 de julio de 2010, con carácter vinculante 
����,ZWLJPÄJHY�WHYH�X\t�V�JVU�X\t�WYVW}ZP[V�ZL�YLX\PLYL�KPJOH�PUMVYTHJP}U"����,Z[HY�SLNP[PTHKV�WHYH�
realizar esa petición)”46.

El 4 de agosto de 2015, la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia declaró 
inadmisible un recurso de abstención introducido contra el Banco Central de Venezuela (BCV) que 
le exigía atender la obligación de publicar las principales estadísticas económicas del país. La Sala 
Político lo declaró inadmisible “por cuanto no se presentó junto con la demanda, los documentos 
PUKPZWLUZHISLZ�WHYH�]LYPÄJHY�Z\�HKTPZPIPSPKHK�������¹47

El 12 de agosto de 2015, la Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo se pronunció acerca de 
la inadmisibilidad de un recurso de abstención que solicitaba respuesta a denuncias de corrupción 
en los siguientes términos: “(...)la parte actora no señaló las razones ni los propósitos por los cuales 
requería que (...) le suministrara información referente a las presuntas denuncias efectuadas a 
funcionarios de ese Servicio por presuntos hechos de corrupción”48

En conclusión, se han utilizado los siguientes criterios para limitar al acceso a la información: i) Falta 
de legitimidad de las organizaciones; ii) Proporcionalidad del uso en la información solicitada; iii) Falta 
KL�Q\Z[PÄJHJP}U�LU�SH�PUMVYTHJP}U�ZVSPJP[HKH"�P]��(TWHYV�JVTV�]xH�PUPK}ULH�WHYH�SH�KLMLUZH�KLS�HJJLZV�
a la información; v) Agotamiento de mecanismos judiciales previos; y vi) Agotamiento de gestiones 
previas; vii. No responde.

43 El expediente en cuestión está registrado bajo el número AA40-A-2014-001069 en la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia aún en espera de pronunciamiento 
hasta la fecha (8 de agosto de 2015)

44 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia del 17 de julio de 2014. Disponible en: http://goo.gl/Ebs09y.
45 Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela, Sentencia del 5 de agosto de 2014.
46 Corte Segunda de lo Contencioso y Administrativo, Sentencia N° del 28 de julio de 2015. Disponible en: Sentencia http://jca.tsj.gob.ve/DECISIONES/2015/JULIO/1478-28-

AP42-G-2015-000185-2015-0705.HTML
47 Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, Sentencia N° 935 del 4 de agosto de 2015. Disponible en: http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/spa/agos-

to/180378-00935-5815-2015-2015-0732.HTML
48 Corte Segunda de lo Contencioso Administrativo, Sentencia N° del 12 de agosto de 2015. Disponible en: http://jca.tsj.gob.ve/DECISIONES/2015/AGOSTO/1478-12-

AP42-G-2015-000211-2015-0784.HTML
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Impacto
En las secciones anteriores hemos destacado cómo el marco legal venezolano no se caracteriza 
sólo por la falta de regulación del acceso a la información pública sino por múltiples obstáculos, 
establecidos en distintas disposiciones, que impiden el ejercicio de este derecho de conformidad 
con los estándares interamericanos de derechos humanos. Asimismo, hemos visto cómo los 
[YPI\UHSLZ�]LULaVSHUVZ��SLQVZ�KL�ZHS]HY�SHZ�KLÄJPLUJPHZ�SLNPZSH[P]HZ��SHZ�LTWLVYHU�H�[YH]tZ�JYP[LYPVZ�
YLZ[YPJ[P]VZ�X\L�KPÄJ\S[HU�LS�HJJLZV�H�SH�Q\YPZKPJJP}U�H�[YH]tZ�KL�SH�]xH�KLS�HTWHYV�JVUZ[P[\JPVUHS�`�
que establecen criterios para evaluar pedidos de acceso a la información incompatibles con los 
estándares interamericanos. Estos múltiples obstáculos son el resultado de la omisión y la acción 
KL�SVZ�WVKLYLZ�SLNPZSH[P]V��Q\KPJPHS�`�LQLJ\[P]V��,U�JVUQ\U[V��YLWYLZLU[HU�\UH�ZP[\HJP}U�KL�ÅHNYHU[L�
violación del derecho de acceso a la información pública, el cual no es otra cosa que la expresión de 
la deplorable situación institucional que atraviesa nuestro país.

,U�LZ[H�ZLJJP}U�ÄUHS�X\LYLTVZ�KLZ[HJHY�J}TV�LZ[VZ�VIZ[mJ\SVZ�HS�HJJLZV�H�SH�PUMVYTHJP}U�W�ISPJH�
afectan a otros derechos humanos de manera indirecta e impactan sobre el ejercicio de la ciudadanía 
democrática.

Efectos indirectos sobre otros derechos
;YHUZWHYLUJPH� =LULa\LSH� OH� KVJ\TLU[HKV�KP]LYZVZ� JHZVZ� LU� SVZ� X\L� LZ� WVZPISL� PKLU[PÄJHY� LZHZ�
afectaciones, una cuestión que ha sido profusamente estudiada en especial en relación a información 
estadística necesaria para evaluar la plena vigencia de los derechos económicos, sociales y 
culturales. Tal como lo ha sostenido la CIDH en su informe Lineamientos para la elaboración de 
indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales, el estado está 
obligado a producir información como consecuencia de su deber de adoptar medidas positivas para 
la resguardar el ejercicio de derechos sociales (CIDH, 2008: párr. 58). Según la CIDH, ello “no es sólo 
un medio para garantizar la efectividad de una política pública, sino una obligación indispensable 
para que el Estado pueda cumplir con su deber de brindar a estos sectores atención especial y 
prioritaria” (CIDH, 2008: párr. 58).

El impacto del acceso a la información se ha detectado por ejemplo en políticas públicas vinculadas 
al acceso a la salud. Por ejemplo, la académica Alicia Ely Yamin ha estudiado cómo el acceso a 
información adecuada es relevante para detectar patrones de violaciones de derechos, ya que 
permite juzgar los efectos de programas y políticas que impactan directamente en la protección 
o desprotección de muchos derechos humanos (Yamin, 2005: 1200). Lo mismo ha hecho la Corte 
Suprema del estado de Texas en Estados Unidos, que entendió que la información es un recurso 
fundamental para evaluar el derecho al acceso a una educación adecuada.49

En los casos documentados por Transparencia Venezuela es posible encontrar las mismas dinámicas 
según las cuales la falta de acceso a la información impacta en otros derechos. Por ejemplo, la 
suspensión de la publicación del boletín epidemiológico impide la aplicación adecuada de políticas 
KL�ZHS\K�W�ISPJH�KL�JVU[YVS��WYV[LJJP}U�`�H[HX\L�H�SVZ�MHJ[VYLZ�JH\ZHSLZ��,ZWLJxÄJHTLU[L��LZH�MHS[H�
de acceso, cuando es negada a actores de la sociedad civil, impide el control de esas políticas y el 

49 Sobre este caso, ver Sabel y Simon (2004).
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accionar del estado se oculta detrás de un manto de opacidad que impide la rendición de cuentas. 
¦*}TV�ZHILY�ZP�LS�LZ[HKV�HJ[\}�IPLU�LU�YLSHJP}U�H�[HS�V�J\HS�LWPKLTPH&
En el caso de la seguridad alimentaria la opacidad profundiza la crisis. El estado venezolano 
centralizó desde 2003 la obtención de divisas para la adquisición de bienes y servicios Los 
proveedores requieres acceso a divisas, tanto para producir localmente --por la necesidad de 
insumos importados-- como para las importaciones. En los últimos años se ha hecho más irregular 
y restringida la asignación de divisas, causando desabastecimiento y/o escasez en insumos básicos 
para el cumplimiento de los derechos. La opacidad en la asignación de divisas favorece a las 
personas o grupos privilegiados. Es fundamental poder tener acceso sin restricciones a los datos 
sobre diseño, creación, responsabilidades, recursos, ejecución, resultados, indicadores, y demás 
información sobre los programas ejecutados por el estado.

Los programas sociales denominados “misiones sociales” implementados por el gobierno venezolano 
desde año 2003 dirigidos a cubrir las necesidades de la población más vulnerable desde diversos 
ámbitos: salud, vivienda, educación, alimentación, entre otros. recibieron hasta el año pasado 
368.469 millones de dólares (Bs. 969.232 millones).

Pero sobre esa inmensa cantidad de dinero, sobre las metas logradas el estado venezolano no ha 
W\ISPJHKV� PUKPJHKVYLZ��WSHULZ��LQLJ\JPVULZ�KL�VIYHZ�� SPJP[HJPVULZ�`�JVU[YH[VZ�HIPLY[VZ��3H�6ÄJPUH�
5HJPVUHS�KLS�;LZVYV��6ÄJPUH�5HJPVUHS�KL�7YLZ\W\LZ[V�`� SVZ�4PUPZ[LYPVZ�YLSHJPVUHKVZ��UV�W\ISPJHU�
informes de gastos desde el año 2010. Esta opacidad aumenta la posibilidad de abuso o corrupción 
en la asignación de contratos o compra de bienes y servicios y genera dudas de que los recursos 
se utilicen completamente en los programas sociales de forma efectiva. Tampoco se publica datos 
JVTWSL[VZ�ZVIYL�WVIYLaH��JVU�SV�J\HS�UV�OH`�KH[VZ�VÄJPHSLZ�]LYPÄJHISLZ�X\L�HU\UJPLU�LS�t_P[V�KL�SHZ�
misiones.

De un programas multimillonarios como la Gran Misión Vivienda Venezuela, se desconocen los 
JYP[LYPVZ�KL�ZLSLJJP}U�`�LS�SPZ[HKV�KL�ILULÄJPHYPVZ"�SH�PUMVYTHJP}U�UV�ZL�LUJ\LU[YH�KPZWVUPISL�LU�SH�
página web institucional del organismo encargado como lo es el Ministerio del Poder Popular para 
la Vivienda y Hábitat www.mvh.gob.ve, la adjudicación no responde a criterios conocidos, claros y 
LX\P[H[P]VZ��*VU�\U�JLUZV�KL�WVZPISLZ�ILULÄJPHYPVZ�KL�����������MHTPSPHZ�`�\UH�Z\W\LZ[H�LU[YLNH��
KL�HJ\LYKV�H�KH[VZ�VÄJPHSLZ��KL���������]P]PLUKHZ�KLZKL������OHZ[H�HIYPS�������SH�ZLSLJJP}U�YL]PZ[L�
alta complejidad y requiere total transparencia para evitar privilegios y abusos, y así garantizar que 
SVZ�ILULÄJPHYPVZ�ZLHU�SHZ�MHTPSPHZ�JVU�TH`VY�ULJLZPKHK�
No existe un sistema de indicadores sociales ni registros estadísticos que permitan medir el impacto 
que han generado las misiones en la población. Los últimos datos estadísticos que revela el Instituto 
Nacional de Estadística (INE)50 concernientes a las misiones sociales corresponden a enero 2013

En lo relativo al derecho a la seguridad ciudadana y ejecutado operativamente por la Misión A Toda 
Venezuela adscrita al Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores, Justicia y Paz no 
ZL� YLÅLQH� SVZ� PUKPJHKVYLZ� LZ[HKxZ[PJVZ�KL� ZLN\YPKHK� JP\KHKHUH�� `� LS�6IZLY]H[VYPV�=LULaVSHUV�KL�
Seguridad Ciudadana (OVSC)51, no publica datos ni su sistema de mediciones.

50 http://www.ine.gov.ve/index.php?option=com_content&view=category&id=146&Itemid=80#)
51 https://siesec.ovs.gob.ve:8443/share/page/site-index
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Datos importantes de diversas áreas no están disponibles, las peticiones de información y publicación 
no reciben respuestas y la búsqueda de justicia ante el máximo tribunal obtiene negativas y regaños. 
Algunos datos vitales restringidos en Venezuela:

�࠮ ;HZH�VÄJPHS�KL�OVTPJPKPVZ�
�࠮ 4VU[V�THULQHKV�WVY�LS�-65+,�`�LS�KLZ[PUV�KL�SVZ�YLJ\YZVZ�
�࠮ 7YVK\JJP}U�TLUZ\HS�KL�7+=:(�
�࠮ 3VZ�JVU[YH[VZ�KL�VIYHZ�KL�PUMYHLZ[Y\J[\YH�`�[YHUZWVY[L�
�࠮ 3PZ[H�KL�ILULÄJPHYPVZ�KL�SH�TPZP}U�]P]PLUKH�
�࠮ ÐUKPJL�KL�0UÅHJP}U������
�࠮ +LJSHYHJPVULZ�WH[YPTVUPHSLZ�KL�SVZ�HS[VZ�M\UJPVUHYPVZ�KLS�.VIPLYUV�
�࠮ 4VU[V�KL�SVZ�YLNHSVZ�H�)VSP]PH��5PJHYHN\H�`�*\IH�
�࠮ 9LZ\S[HKVZ� KL� SHZ� PU]LZ[PNHJPVULZ� H� LTWYLZHZ� KL�THSL[xU� X\L� YLJPIPLYVU� ����TPS�TPSSVULZ� KL�

Cadivi.
�࠮ ¦*}TV�LU[YHU�HYTHZ�`�KYVNHZ�H�SHZ�JmYJLSLZ&
�࠮ ¦8\PtU�VWLYH�LS�JVU[YHIHUKV�KL�NHZVSPUH�LU�SHZ�MYVU[LYHZ&
�࠮ ¦8\PtU�OHIP[H�LU�SH�*HZVUH&
�࠮ *VU[YH[VZ�`�JVU]LUPVZ�JVU�*OPUH�`�9\ZPH�
�࠮ =HSVY�KL�SH�JHUHZ[H�HSPTLU[HYPH�`�SH�IHSHUaH�JVTLYJPHS�
�࠮ ÐUKPJL�KL�WVIYLaH������`������
�࠮ )VSL[xU�LWPKLTPVS}NPJV�
�࠮ +LZLTWL|V�KL�SHZ�LTWYLZHZ�W�ISPJHZ�
�࠮ ,Z[H[\Z�ÄUHUJPLYV�KL�SHZ�LTWYLZHZ�ImZPJHZ�
�࠮ 4V[P]VZ�KL�WHYHSPaHJP}U�KLS�;YHUZIHYJH�`�LS�[LYTPUHS�KL�WHZHQLYVZ
�࠮ 9HaVULZ�KL�SH�Z\ZWLUZP}U�KLS�:PZ[LTH�/PKYm\SPJV�@HJHTI��8\xIVY�
�࠮ 9LZ\S[HKVZ� KL� SH� PU]LZ[PNHJP}U� L� PKLU[PÄJHJP}U� KL� YLZWVUZHISLZ� KL� SH� 4HZHJYL� LU� LS� *LU[YV�

Penitenciario Uribana el 25 de enero 2013.
�࠮ 9LZWVUZHISLZ�KL�[YH[VZ�JY\LSLZ��KLNYHKHU[LZ�L�PUO\THUVZ�LU�PUZ[HSHJPVULZ�TPSP[HYLZ�LU������
�࠮ 3PZ[HKV�KL�ILULÄJPHYPVZ��WYLZ[HJPVULZ��JVU[YH[VZ�L�PU]LYZP}U�KL�SH�.4==�
�࠮ ÐUKPJLZ�KL�WVIYLaH�`�LZJHZLa�LU�LS�LZ[HKV�3HYH�
�࠮ 3PZ[HKV�KL�SVZ�JHUKPKH[VZ�H�KPW\[HKVZ�WYVK\J[V�KLS�JVUZLUZV�KL�SH�4<+�
�࠮ ¦7VY�X\t�WHY[PJPWH�4L[YV�KL�4HYHJHPIV�LU�WYV`LJ[VZ�KL�SH�.4==&
�࠮ 3PZ[HKV� KL� LTWYLZHZ� JVU[YH[HKHZ� WHYH� PUZ[HSHJP}U� �JOPWZ�� KLS� :PZ[LTH� (\[VTH[PaHKV� KL�

Combustible.
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�࠮ 3PZ[HKV�KL�M\UJPVUHYPVZ�JVUKLUHKVZ�WVY�JHZVZ�KL!�JVYY\WJP}U��L_[VYZP}U�V�]PUJ\SHJPVULZ�JVU�LS�
crimen organizado.

�࠮ (]HUJL�YLHS�KL�VIYHZ�KL�PUMYHLZ[Y\J[\YH�W�ISPJH�
�࠮ 3PZ[HKV�KL�KLU\UJPHZ�KL�PYYLN\SHYPKHKLZ�LU�SH�.VILYUHJP}U�)VSP]HYPHUH�KLS�LZ[HKV�A\SPH�
�࠮ :P[\HJPVULZ�LTLYNLU[LZ�LU�ZHS\K�`�ZLN\YPKHK�
�࠮ +PZ[YPI\JP}U�KLS�WYLZ\W\LZ[V�HU\HS�KLS�LZ[HKV�
�࠮ 7HYmTL[YVZ�KL�JHSPKHK�KLS�HN\H�WHYH�JVUZ\TV�O\THUV�KLS�LZ[HKV�*HYHIVIV�
�࠮ 0UMVYTL�KL�LQLJ\JP}U�KLS�WYV`LJ[V�JVUZ[Y\JJP}U�KLS�U\L]V�[YHZ]HZL�KLS�3HNV�KL�=HSLUJPH�OHJPH�LS�

Pao-Cachinche, por un monto de USD 580.000.000.
�࠮ 0UMVYTL�KL�LQLJ\JP}U�KLS�WYV`LJ[V�KL�JVUZ[Y\JJP}U�̀ �TLQVYLZ�KL�7SHU[HZ�KL�;YH[HTPLU[V�KL�(N\HZ�

Residuales, por un monto de Bs. 17.697.000.
�࠮ 0UMVYTL�KL�LQLJ\JP}U�KLS�WYV`LJ[V�KL� YLOHIPSP[HJP}U�KL�7SHU[HZ�7V[HIPSPaHKVYHZ�`�*YLHJP}U�KLS�

Laboratorio Nacional de Calidad de Aguas, por USD 180.000.000.
�࠮ 0UMVYTL�KL�LQLJ\JP}U�KLS�WYV`LJ[V�KL�YLOHIPSP[HJP}U�KL�SH�7SHU[H�SH�4HYPWVZH�`�*VUZ[Y\JJP}U�KL�SH�

Planta Mariposa II, por USD 150.000.000.
�࠮ ,Z[H[\Z�KL�SH�JVUZ[Y\JJP}U�KLS�4L[YV�KL�=HSLUJPH�
�࠮ ;tYTPUVZ�KL�HKQ\KPJHJP}U�KL�JVU[YH[VZ�JVU�SHZ�LTWYLZHZ�L_[YHUQLYHZ�`�JYP[LYPVZ�KL�HKQ\KPJHJP}U�H�

ILULÄJPHYPVZ�KL�]P]PLUKHZ�LU�*P\KHK�*Om]La�
�࠮ 4VU[V�[V[HS�KL�SH�KL\KH�JVU[YHxKH�JVU�LS�OVSKPUN�KL�LTWYLZHZ�LUJHYNHKHZ�KL�SH�JVUZ[Y\JJP}U�KLS�

Ferrocarril La Encrucijada – Puerto Cabello.
�࠮ *\HUKV�]HU�H�[LYTPUHY�LS�;�ULS�:HU�+PLNV�,S�;YPNHS��`�J\HU[V�]H�H�JVZ[HY�
�࠮ ,Z[H[\Z�KLS�WYV`LJ[V�5\L]V�;LYTPUHS�KL�*VU[LULKVYLZ�KL�7\LY[V�*HILSSV�
�࠮ 7SHU�KL�WSHUPÄJHJP}U�`�LQLJ\JP}U�KLS�7YV`LJ[V�5\L]V�7HYX\L�4L[YVWVSP[HUV�KLS�:\Y�
�࠮ -LJOH�KL�PUH\N\YHJP}U�KL�SH�VIYH�<UPKHK�WLUP[LUJPHYPH�-tUP_�
�࠮ ,Z[H[\Z�KL�SHZ�KLU\UJPHZ�ZVIYL�]PVSHJP}U�H�SVZ�++//�H�[YHIHQHKVYLZ�KL�SVZ�TLKPVZ�KL�JVT\UPJHJP}U�

en el período 2000-2015.
�࠮ ,Z[H[\Z� KL� SH� PU]LZ[PNHJP}U� ZVIYL� KLSP[VZ� HTIPLU[HSLZ� JVTL[PKVZ� K\YHU[L� SH� JVUZ[Y\JJP}U� KLS�

complejo urbanístico Ciudad Tavacare.
�࠮ 3PZ[HKV�KL�M\UJPVUHYPVZ�KL�SH�WVSPJxH�LZ[HKHS�X\L�OHU�ZVSPJP[HKV�Z\�IHQH�LU�LS�WLYPVKV������¶������
�࠮ ÐUKPJL�KL�WYVK\JJP}U�KL�SH�YLNP}U�
�࠮ 5�TLYV�KL�HTI\SH[VYPVZ�KL�)HYYPV�(KLU[YV�M\UJPVUHSLZ�LU�LS�T\UPJPWPV�)HYPUHZ�
�࠮ 3PZ[H�KL�ILULÄJPHYPVZ�KL�SH�4PZP}U�=P]PLUKH�WVY�T\UPJPWPV�
�࠮ 0U]LYZP}U�[V[HS�KLZ[PUHKH�WHYH�SH�JVUZ[Y\JJP}U�KLS�/VZWP[HS�[PWV�0=�¸(SILY[V�(KYPHUP¹�
�࠮ ¦7VY�X\t�LZ[m�WHYHSPaHKH�SH�JVUZ[Y\JJP}U�KLS�/VZWP[HS�[PWV�0=�¸(SILY[V�(KYPHUP¹&
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�࠮ ¦7VY�X\t�ZP� SH�WYVTLZH�KL�J\STPUHJP}U�KLS�OVZWP[HS�¸(SILY[V�(KYPHUP¹�LYH�WHYH�ÄUHSLZ�KL���� ��
HOVYH�LZ�ÄUHSLZ�KL������WLYV�SH�VIYH�ZPN\L�WHYHSPaHKH&

�࠮ 0U]LYZP}U�[V[HS�LU�SH�JVUZ[Y\JJP}U�KL�SHZ�WSHU[HZ�LStJ[YPJHZ�KL�SVZ�T\UPJPWPVZ�3PILY[HKVY�`�*HTWV�
Elías.

�࠮ ¦7VY�X\t�WYVTL[PLYVU�Y\[HZ�KL�*VU]PHZH�H�SH�JP\KHK�KL�4tYPKH�`�UV�SHZ�OHU�PUPJPHKV&
�࠮ 7YLZ\W\LZ[V�HZPNUHKV�H�[LYJLY�[YHTV�̀ �VIYH�K�-LJOH�KL�J\STPUHJP}U�KLS�[LYJLY�[YHTV�KLS�;YVSLI\Z�
�࠮ -LJOH�KL�J\STPUHJP}U�KLS�[LYJLY�[YHTV�KLS�;YVSLI\Z�
�࠮ *YVUVNYHTHZ�KL�JPLYYL�KL�]xHZ�WVY�JVUZ[Y\JJP}U�KLS�[LYJLY�[YHTV�KLS�;YVSLI\Z�
�࠮ 4V[P]VZ�KL�YL[YHZV�LU�LS�PUPJPV�KL�SH�JVUZ[Y\JJP}U�KL�]P]PLUKHZ�LU�SHZ�aVUHZ�(=0=09�WYVTL[PKHZ�LU�

2011.
�࠮ 7YLZ\W\LZ[V�PU]LY[PKV�LU�LS�:PZ[LTH�;LSLMtYPJV�4\R\TIHYx�KL�=,5;,3�
�࠮ ¦9HaVULZ�KLS�YL[YHZV�LU�SH�LQLJ\JP}U�KL�SH�JVUZ[Y\JJP}U�:PZ[LTH�;LSLMtYPJV�4\R\TIHYx�KL�=,5;,3&
�࠮ 7SHU�KL�THU[LUPTPLU[V�`�WYLZ\W\LZ[V�KL�SH�,TWYLZH�(N\HZ�KL�4tYPKH�
�࠮ -LJOH�KL�J\STPUHJP}U�KL�SH�JVUZ[Y\JJP}U�KL�SH�]xH�HS[LYUH�LU�,S�=xNPH��W\LU[L�ZVIYL�LS�YxV�*OHTH��
�࠮ ,Z[H[\Z�KL�JVUZ[Y\JJP}U�KLS�;LYJLY�W\LU[L�ZVIYL�LS�6YPUVJV�
�࠮ ,Z[H[\Z�KLS�WYV`LJ[V�]xH�-tYYLH��KV�7\LU[L�ZVIYL�LS�6YPUVJV�
�࠮ ,Z[H[\Z�KL�SHZ�KPMLYLU[LZ�VIYHZ�X\L�JVTWVULU�*P\KHK�KLS�(JLYV�
�࠮ 9LSHJP}U�KLS�JHZV�KLS�)HUJV�KL�(UKVYYH�JVU�,TWYLZHZ�)mZPJHZ�
�࠮ 3PZ[HKV�`�[tYTPUVZ�KL�JVU]LUPVZ�*OPUH�JVU�[VKHZ�SHZ�LTWYLZHZ�[\[LSHKHZ�WVY�*=.�
�࠮ 0U]LYZPVULZ�LU�SH�-HQH�7L[YVSxMLYH�KLS�6YPUVJV�
�࠮ 7YVK\JJP}U�YLHS�KL�:PKVY�
�࠮ ¦8\PtU�LZ�LS�YLZWVUZHISL�KL�X\L�M\UJPVULU�[VKHZ�SHZ�[\YIPUHZ�KL�.\YP&
�࠮ ¦*\mS�LZ�SH�WYVK\JJP}U�KL�KPHTHU[LZ�LU�LS�LZ[HKV�)VSx]HY�`�WVYX\t�UP�ZL�J\TWSP}�JVU�LS�7YVJLZV�

2PTILYS`&
En el lapso entre 2011 y 2012 la Coalición Proacceso presentó 292 solicitudes de información de las 
cuales se obtuvo 8 respuestas, de las cuales 6 no fueron satisfactorias52. En el período septiembre 
2014-2015, desde Transparencia Venezuela se presentaron 51 solicitudes formales de información a 
distintas dependencias del Gobierno, de las cuales solo una, obtuvo respuesta completa y oportuna, 
De otras 7 las respuestas señalar que la información no sería otorgada.

,ZH�VWHJPKHK�X\L�KPÄJ\S[H�SH�YLUKPJP}U�KL�J\LU[HZ�LU�J\LZ[PVULZ�[HU�YLSL]HU[LZ�JVTV�SH�ZHS\K�W�ISPJH��
la economía, también impide la rendición de cuentas en relación al manejo de fondos públicos. La falta 
KL�PUMVYTHJP}U�ZVIYL�PUÅHJP}U��LQLJ\JP}U�KLS�NHZ[V��PUNYLZVZ�WL[YVSLYVZ��Z\LSKVZ�KL�M\UJPVUHYPVZ�V�KL�
quienes acceden al sistema de divisas preferenciales implican no sólo obstáculos para un derecho 
sino verdaderas ventanas de oportunidad para prácticas de corrupción. Si existiese información 
adecuada y completa sobre cada uno de esos puntos, las oportunidades para la corrupción se verían 
seriamente disminuidas.

52 http://proacceso.org.ve/solicitudes-de-informacion-publica/
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Efectos sobre el ejercicio de la ciudadanía democrática
En su prólogo al informe Marco jurídico interamericano del Derecho a la Libertad de Expresión, la 
Relatoría Especial para la Libertad de Expresión señaló lo siguiente:

“3VZ� JP\KHKHUVZ� ZL� W\LKLU� KLÄUPY� WVY� VWVZPJP}U� H� SVZ� Z�IKP[VZ�� 3VZ� JP\KHKHUVZ� J\LZ[PVUHU��
WPKLU��KLTHUKHU��3VZ�JP\KHKHUVZ�ZVU�Y\PKVZVZ��ZL�X\LQHU��JYP[PJHU��3VZ�Z�IKP[VZ��WVY�LS�JVU[YHYPV��
VILKLJLU��(JLW[HU� `� JHSSHU�� ,Z[mU� J}TVKVZ� LU� LS� ZPSLUJPV� `� UV� J\LZ[PVUHU��5V� OHJL� MHS[H� KLJPY�
X\L�SHZ�KLTVJYHJPHZ�L_PNLU�JP\KHKHUVZ�`�JP\KHKHUHZ�TPSP[HU[LZ!�LS�HJJLZV�H�SH�PUMVYTHJP}U�LZ�\UH�
OLYYHTPLU[H� X\L� ZL� HQ\Z[H� WLYMLJ[HTLU[L� H� SV� X\L� ZL� LZWLYH� KL� SVZ�TPLTIYVZ� KL� \UH� ZVJPLKHK�
KLTVJYm[PJH��,U�Z\Z�THUVZ��SH�PUMVYTHJP}U�W�ISPJH�ZPY]L�WHYH�WYV[LNLY�KLYLJOVZ�`�WYL]LUPY�HI\ZVZ�
KL�WHY[L�KLS�,Z[HKV��,Z�\UH�OLYYHTPLU[H�X\L�KH�WVKLY�H�SH�ZVJPLKHK�JP]PS�`�LZ��[PS�WHYH�S\JOHY�JVU[YH�
THSLZ�JVTV�SH�JVYY\WJP}U�`�LS�ZLJYL[PZTV��X\L�[HU[V�KH|V�OHJLU�H�SH�JHSPKHK�KL�SH�KLTVJYHJPH�LU�
nuestros países” (CIDH, 2010a, ix).

Creemos que los obstáculos al acceso a la información que hemos documentado en este informe 
LZ[mU�KLZ[PUHKVZ��WYPUJPWHSTLU[L��H�KPÄJ\S[HY�LS�LQLYJPJPV�KL�SH�JP\KHKHUxH�KLTVJYm[PJH�H�SH�X\L�SH�
9LSH[VYxH�LZ�YLÄYP}�LU�LS�WmYYHMV�JP[HKV��,Z[H�JP\KHKHUxH�ZL�Z\WVUL�HJ[P]H�`�JVU[YVSHKVYH�KLS�WVKLY��
H�[YH]tZ�KL�SVZ�ZPZ[LTHZ�KL�YLUKPJP}U�KL�J\LU[HZ�X\L�LS�WVSP[}SVNV�HYNLU[PUV�.\PSSLYTV�6»+VUULSS�
SSHT}� OVYPaVU[HSLZ� �6»+VUULSS�� �  ���� ,S� HJJLZV� H� SH� PUMVYTHJP}U� LZ� WYLJPZHTLU[L� \UV� KL� LZVZ�
mecanismos. A través de ellos, los ciudadanos pueden asegurarse que las divisiones de poderes 
funcionen, pueden controlar lo que sus representantes hacen y hacerlos rendir cuentas cuando se 
HWHY[HU�KL�Z\Z�KLILYLZ�SLNHSLZ�`�JVUZ[P[\JPVUHSLZ��*VTV�L_WSPJH�6»+VUULSS!
“,Z[L�[PWV�KL�YLUKPJP}U�KL�J\LU[HZ�KLWLUKL�KL�SH�L_PZ[LUJPH�KL�HNLUJPHZ�LZ[H[HSLZ�X\L�LZ[tU�SLNHSTLU[L�
JHWHJP[HKHZ���`�KL�OLJOV�KPZW\LZ[HZ�H�̀ �JVU�JHWHJPKHK�KL���[VTHY�HJJPVULZ�X\L�]HU�KLZKL�JVU[YVSLZ�
KL�Y\[PUH�OHZ[H�ZHUJPVULZ�JYPTPUHSLZ�V� Q\PJPVZ�WVSx[PJVZ�LU�YLSHJP}U�JVU�WVZPISLZ�HJJPVULZ�PSxJP[HZ�\�
VTPZPVULZ�KL�V[YVZ�HNLU[LZ�V�HNLUJPHZ�KLS�,Z[HKV�¯�3HZ�SLJJPVULZ�BX\L�6»+VUULSS�VI[PLUL�KL�Z\�
LZ[\KPVD�LZ�X\L�ZPTWSLZ�JYPTPUHSLZ��X\L�UV�[PLULU�SH�PU[LUJP}U�KL�ZH[PZMHJLY�UPUN�U�HZWLJ[V�KLS�IPLU�
JVT�U�̀ �X\L�ZVU�\U�WYVISLTH�ZLYPV�LU�T\JOVZ�WHxZLZ��ZVU�Z}SV�SH�W\U[H�KLS�PJLILYN��,Z[V`�WLYZ\HKPKV�
X\L�T\JOHZ�KL�SHZ�KLÄJPLUJPHZ�KL�SVZ�TLJHUPZTVZ�KL�YLUKPJP}U�KL�J\LU[HZ�OVYPaVU[HSLZ�Z\YNLU�KL�
SH�]PZP}U�KL�X\L� SVZ� SxTP[LZ�YLW\ISPJHUVZ�Z}SV�KLILU�YLZWL[HYZL�KL� SH�IVJH�OHJPH�HM\LYH�`�L]P[HYZL�
siempre que sea posible¹��6»+VUULSS���  �!����������
En Venezuela información básica sobre la economía, por ejemplo, no se encuentra disponible: desde 
diciembre de 2014 el Banco Central de Venezuela no publica informes económicos, lo que afecta al 
proceso de toma de decisiones de los actores económicos, punto que perjudica especialmente a los 
actores de menos recursos. Asimismo, el parlamento venezolano no publica la Gaceta Legislativa 
UP�SVZ�KPHYPVZ�KL�KLIH[LZ��¦8\t�JSHZL�KL�YLUKPJP}U�KL�J\LU[HZ�ZL�W\LKL�LZWLYHY�KL�SVZ�M\UJPVUHYPVZ�
W�ISPJVZ�ZP�SH�HJ[P]PKHK�KLS�WVKLY�SLNPZSH[P]V�ZL�LUJ\LU[YH�VJ\S[H�[YHZ�\U�THU[V�KL�VWHJPKHK&

Recomendaciones del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas:
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas hizo una serie de 
recomendaciones a Venezuela en el marco del tercer informe periódico en sus sesiones 24ª y 25ª. 
Asimsimo, el Comité de Derechos Humanos en su cuarto informe periódico señaló el limitado acceso 
a la información de interés público recomendaron a la República Bolivariana de Venezuela (DDHH de 
la ONU, 2015).
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Con relación a la evaluación sobre la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales por el Estado venezolano :

“I. Adopte medidas necesarias que permitan el libre acceso a la información sobre 
la organización, funcionamiento y los procesos de decisiones de la administración 
pública, incluso mediante la adopción de una ley que garantice el acceso a la 
información de interés público, y la transparencia de la administración pública en la 
práctica;

II. Asegure la efectividad de los mecanismos de rendición de cuentas, tales como la 
presentación oportuna de información sobre gastos e ingresos, así como normas de 
supervisión independientes;

III�� ,Z[HISLaJH�TLJHUPZTVZ�LÄJHJLZ�KL�KPM\ZP}U�KL�SH�PUMVYTHJP}U�X\L�ZLH�KL�PU[LYtZ�WHYH�
los titulares de derechos con relación a la realización de los derechos económicos, 
sociales y culturales, tales como criterios de elegibilidad para programas sociales, 
resultados de indicadores, así como informes de rendición de cuentas.

IV�� 8\L�LS�,Z[HKV�WHY[L�JVU[PU�L�WYVTV]PLUKV� SH� YLJVWPSHJP}U�ZPZ[LTm[PJH�KL�KH[VZ��
así como la elaboración y utilización de estadísticas sobre los indicadores de los 
derechos humanos, incluidos los derechos económicos, sociales y culturales 
basadas en tales datos. A este respecto, remite al Estado parte al marco conceptual 
y metodológico de los indicadores de los derechos humanos elaborado por la 
6ÄJPUH�KLS�(S[V�*VTPZPVUHKV�KL�SHZ�5HJPVULZ�<UPKHZ�WHYH�SVZ�+LYLJOVZ�/\THUVZ�
(véase HRI/MC/2008/3). El Comité insta al Estado parte que incluya en su siguiente 
informe periódico datos estadísticos anuales comparativos sobre el ejercicio de 
cada uno de los derechos consagrados en el Pacto, desglosados por edad, sexo, 
origen étnico, población urbana y rural y otros criterios pertinentes.”
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Con relación a la evaluación sobre la aplicación del pacto internacional de derechos civiles y políticos 

“I. Asegurar que su legislación sea plenamente compatible con el artículo 19 del 
Pacto; que cualquier restricción del ejercicio de la libertad de expresión, incluyendo 
el ejercicio de las potestades de monitoreo, cumpla plenamente con las estrictas 
exigencias establecidas en el artículo 19, apartado 3, del Pacto y desarrolladas en 
la Observación general Nº 34 (2011) del Comité sobre libertad de opinión y libertad 
de expresión; y que las autoridades encargadas de aplicar las leyes relativas al 
ejercicio de la libertad de expresión ejerzan su mandato de manera independiente 
e imparcial;

II. Considerar la posibilidad de despenalizar la difamación así como aquellas 
ÄN\YHZ�X\L�WYL]LHU�ZHUJPVULZ�WLUHSLZ�WHYH�X\PLULZ�VMLUKPLYLU�V�PYYLZWL[HYLU�HS�
7YLZPKLU[L�\�V[YVZ�M\UJPVUHYPVZ�KL�HS[V�YHUNV�\�V[YHZ�ÄN\YHZ�ZPTPSHYLZ�̀ �KLILYxH��LU�
todo caso, restringir la aplicación de la ley penal a los casos más graves, teniendo 
en cuenta que la pena de prisión nunca es un castigo adecuado en esos casos;

III. Garantizar un acceso fácil, rápido, efectivo y práctico a la información de interés 
público.”
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Conclusión
Este informe tuvo por objeto poner de presente ante la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos la situación del derecho de acceso a la información pública en 
Venezuela. Hemos señalado y documentado los obstáculos legales y jurisdiccionales 
que existen en nuestro país para el ejercicio de este derecho. Al momento de concluir 
nuestra presentación, no podemos dejar de señalar el vínculo que estas violaciones tienen 
con el estado general de la democracia en nuestro país. Se trata de una situación de 
deterioro indisimulable, estructurada, que la propia Comisión documentó en sus informes 
anuales de 2003 y 2009. Asombrosamente, la situación de deterioro parece continuar sin 
detenerse: desde la represión a las protestas sociales del año pasado hasta los presos 
políticos como Leopoldo López, la situación de los derechos humanos en el orden interno 
resulta alarmante y preocupante.

Continuar su labor de defensa, promoción y protección de los derechos humanos en 
todo el continente, pero especialmente en nuestro país, cuyos ciudadanos se encuentran 
desamparados judicialmente en el orden interno y para quienes sólo queda la Comisión 
como última esperanza en la defensa de sus derechos. En efecto, desde su renuncia a 
la Convención Americana, la República de Venezuela ha manifestado desdén hacia los 
organismos internacionales de derechos humanos, tal como revela la sentencia del Tribunal 
Supremo de Justicia del 15 de septiembre de 2015 en la que consideró inejecutable a la 
sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Granier y otros.

Para Transparencia Venezuela, la Comisión Interamericana representa una instancia 
fundamental para su trabajo de defensa y promoción del derecho de acceso a la información. 
Este derecho revela, en nuestro trabajo, la función eminentemente instrumental que la 
propia Comisión le ha reconocido en numerosas oportunidades. En efecto, para nosotros 
el derecho de acceso a la información es, principalmente, una herramienta para la lucha 
JVU[YH�SH�JVYY\WJP}U�H�SH�X\L�;YHUZWHYLUJPH�=LULa\LSH�LZ[m�HIVJHKH��*YLLTVZ�ÄYTLTLU[L�
que la misma afecta de manera directa al sistema democrático.

La corrupción da poder a los funcionarios por sobre los ciudadanos. Crea distancias entre 
unos y otros. Permite que quienes acceden al poder consoliden su posición y obstaculicen 
los intentos de otros ciudadanos por acceder a esos cargos. La corrupción destruye la 
relación entre los ciudadanos y sus representantes y la reemplaza por vínculos clientelares 
entre súbditos y patronos. La corrupción destruye al estado de derecho porque favorece 
las prácticas ilegales para interactuar con el Estado de manera efectiva. No sólo afecta a 
los funcionarios públicos que son parte del sistema sino a todos los que entran en contacto 
JVU�tS��3H�JVYY\WJP}U�ZL�[YH[H�Z}SV�Z\WLYÄJPHSTLU[L�KLS�KLZ]xV�KL�MVUKVZ�W�ISPJVZ�H�IVSZPSSVZ�
privados. La corrupción deforma los lazos sociales que supone una sociedad democrática 
y, de esa manera, corroe al sistema por dentro.

Por estas razones, cuando solicitamos a la Comisión Interamericana que preste especial 
atención a Venezuela en relación a este derecho, estamos pidiendo ayuda y protección 
ante la violación de un derecho instrumental sin el cual, creemos, la democracia no es 
posible.
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